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i n t r o d  c c i  n
Al analizar la etapa posterior a la celebración de los contratos estatales pode-
mos ciertamente encontrar aspectos o circunstancias que, previstas o no por 
las partes, vienen a configurar una serie de inconvenientes para la adecuada 
ejecución del objeto pactado por la Administración y los contratistas dentro 
de la relación económica bilateral que entre ellos se desarrolla. En efecto, lo 
inicialmente acordado en los contratos estatales propiamente dichos1 –que 
son los regidos por las normas del derecho público en general, y en especial 
del derecho administrativo, sin perjuicio de utilizar en la base el derecho civil 
y comercial– puede ser modificado o alterado por eventos posteriores a su 
efectiva celebración, valga decir, no propiamente a partir del acto de adjudi-
cación, sino desde la firma del contrato; esto es conocido como rompimiento 
del equilibrio económico, o de la ecuación financiera del contrato, y sus causas 
pueden atribuirse a diversos factores inmersos en el cotidiano desarrollo 
de las relaciones económicas que se presentan en el tráfico comercial que 
envuelve a la actividad administrativa y que se traducen, en últimas, en un 
“acontecimiento que frustra o excede de todos los cálculos que las partes 
pudieron hacer en el momento de formalizar el contrato”2.
Este particular fenómeno dentro de la contratación del Estado, cuyo ori-
gen está en el concepto de conmutatividad consagrado en el Código Civil, 
se puede observar para concluir que definitivamente el régimen de los con-
tratos estatales tiene características especiales y diametralmente diferentes 
de las reglas que imperan en el régimen contractual privado, y, como se verá 
a lo largo de este estudio, que su justificación en la concepción actual de un 
Estado social de derecho es plena, no solo por la posición y significado que 
1 Al respecto cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Auto 
del 20 de agosto de 1998, exp. 1202. 
2 miguel s. marienhoff. Tratado de derecho administrativo, t. iii-A, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 
p. 52.
 juan carlos expósito vélez. Forma y contenido del contrato estatal, Serie Derecho Administrativo 
n.º 19, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 201, p. 28: “‘conmutativo’, como regla 
general, porque cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se entiende como 
equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez”. Lo anterior con excepción de los 
contratos de concesión, en los cuales la ganancia o la pérdida del contratista es incierta; en tal caso, 
el contrato será aleatorio: cfr. juan carlos expósito vélez. “La conmutatividad y aleatoriedad 
del contrato de concesión en derecho administrativo”, en x Jornadas de Derecho Administrativo, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2010, pp. 15 ss.
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entraña la Administración en nuestros días, sino además por la dinámica 
económica y social que sus actividades engendran. Circunstancias todas que 
han conducido a las nuevas y profundas transformaciones iusadministrati-
vistas, más aún cuando se exigen hoy del Estado, con mayor intensidad que 
nunca, resultados concretos y eficaces en términos de prestación de servicios 
públicos a su cargo. Y es que es un hecho que el ente estatal en la actualidad 
representa una fuente industrial y comercial muy importante, y con grandes 
posibilidades en cuanto al provecho económico se refiere, ya que, tras un 
fuerte, lento y radical desarrollo histórico, las ventajas que ofrece cualquier 
negociación con el Estado pueden resultar mucho más tentadoras para los 
agentes económicos que las ofrecidas por el común de los contratos privados, 
esto debido al volumen y la duración de estos acuerdos.
Ahora bien, para entrar en materia debemos remitirnos a los inicios de 
la contratación administrativa, que se desarrolla en paralelo con el surgi-
miento del derecho administrativo en sí y que, al igual que la rama que los 
cobija, presenta una evolución enmarcada por el paso del modelo de Estado 
como poder de imperio inalterable, supremo y libre de toda responsabilidad 
al modelo de Estado interventor y actor económico propio de los sistemas 
capitalistas modernos, en los que las administraciones se comportan como 
un agente más dentro del tráfico económico, con derechos limitados por la 
ley y con una responsabilidad estricta e investida de legalidad. 
Con este marco de referencia claro, podemos entrar a determinar los 
antecedentes históricos, tanto legislativos como jurisprudenciales, del 
equilibrio económico en el ordenamiento colombiano, al igual que ciertos 
criterios de derecho comparado que han sido traídos a nuestra tradición 
jurídica especialmente por los doctrinantes expertos en la materia; para, 
por último, entrar a estudiar las causas específicas que nuestra legislación 
consagra, y al tiempo aludir a aspectos que no se encuentran contemplados 
de manera expresa en ella pero que ciertamente inciden en el curso de los 
contratos estatales. Dichos aspectos deben ser analizados con el rigor y la 
seriedad que requieren dentro del desarrollo del marco legal, para verificar 
si dicha concepción es la que se encuentra en el texto de la legislación actual 
en la materia o si, por el contrario, es preciso replantear la perspectiva de 
cara al contenido normativo vigente en beneficio del interés general y de la 
continua y eficiente prestación de los servicios públicos. 
De esta manera pretendemos abordar un tema tan delicado y complejo, 
que lejos de ser una cuestión puramente matemática y de paridad formal, 
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se trata de un problema serio y de importantes repercusiones en el campo 
financiero del Estado, más allá de las consecuencias patrimoniales que pueda 
traer para el particular contratista dentro de la relación contractual que lo 
liga con la Administración.
1 .  p r i n c i p i o  d e  c o n m  tat i  i da d :  l a  e q  i a l e n c i a 
m at e r i a l  e n  l o s  c o n t r at o s  e s tata l e s
Como primera medida, debe entenderse que la regla general de los contratos 
del Estado, y en general de todo contrato, es la conmutatividad. A partir de 
ella se construye una concepción de reciprocidad de intereses que, en un 
principio, se verá de una manera puramente formalista, enmarcada dentro 
del mutuo acuerdo de las partes.
El equilibrio económico5 tiene relevancia, entonces, en los contratos 
conmutativos; el ordenamiento jurídico no pretende lograr una igualdad 
perfecta en los valores de las prestaciones que las partes intercambian, pero 
sí busca la observancia de ella en las prestaciones y su cumplimiento en el 
momento de la celebración del contrato de cara al objetivo que se persigue 
con el mismo, por lo que la equivalencia debe ser razonable; y de romperse 
esto se puede dar un restablecimiento, en principio, por la privación de los 
efectos del negocio, sin que ello suponga la privación de la autonomía de 
las partes, de tal manera que en ciertos casos la ley da la solución a dicho 
 Art. 198 CC: “El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a 
dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su 
vez…”.
5 miguel gonzález rodríguez. La contratación administrativa en Colombia, Bogotá, Librería 
Jurídicas Wilches, 1990, p. 21: “el régimen de contratación está inspirado en unos principios 
que, a veces, son diferentes de los que informan el régimen contractual privado. Uno de ellos 
es el del equilibrio financiero o ecuación económica, consistente en que debe existir relativa 
equivalencia entre lo que Estado recibe y lo que paga por las obras que contrata”. Para comple-
mentar lo anterior, cfr. rodolfo carlos barrá. Contratos administrativos. Régimen de pagos y 
actualización, Buenos Aires, Astrea y Asociación Argentina de Derecho Administrativo, 1982, 
p. 150: “El régimen exorbitante del contrato administrativo tiene, en lo que a beneficios de la 
parte privada se refiere, una de sus principales excepciones en el principio de intangibilidad de 
la remuneración del contratista particular. Derecho que importa el mantenimiento inalterado de 
las condiciones económicas financieras del contrato durante toda su vida real, tal como fueron 
fijadas con ocasión del procedimiento de selección previo, en ese complejo valorativo que nace 
con la confección de los pliegos y concluye con la adjudicación. […] La vida del contrato quedó 
fijada así […] en ese momento de la contratación administrativa”.
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desequilibrio. En este punto encontramos en el régimen de los contratos esta-
tales una primera diferencia con respecto al régimen privado: la equivalencia 
material en las prestaciones, y la rescisión del negocio como última opción 
para la reparación de los efectos perjudiciales del desequilibrio económico6.
La equivalencia se traduce en la causa de los contratos onerosos, ya que 
estos se caracterizan por tener un fin económico y jurídico que explica la 
retribución que cada parte recibe a cambio de la prestación a la que se com-
promete y, por supuesto, cuenta con una especial protección en las normas. 
Así, los contratos onerosos son conmutativos en tanto se pueda deducir de 
los mismos la utilidad para cada una de las partes como equivalente de la 
que reciba a su turno la contraparte; de modo que las partes se ponen en 
contacto para celebrar una convención siempre que de la misma resulte, para 
cada una de ellas, una ventaja, a cambio de una contraprestación a favor del 
otro contratante. Un principio de justicia conmutativa, de equivalencia o, si 
se quiere, de reciprocidad de intereses debe presidir esa relación7.
En efecto, la conmutatividad reporta dos tipos de equivalencia, de-
pendiendo del punto de vista con que se mire, y, como ya se ha dicho, esto 
permite establecer una primera diferencia entre la contratación pública y la 
privada. Así, la equivalencia puede ser formal o material, dependiendo de si 
la valoración económica de las prestaciones se analiza como lo que reporta 
para una o ambas partes en el contrato, la cual queda expresa en el acuerdo 
de voluntades, o si se hace una valoración objetiva de esas prestaciones, 
independientemente de la concepción subjetiva de quienes suscriben el 
pacto; la perspectiva dependerá, principalmente, de las circunstancias que 
anteceden el acuerdo voluntariamente celebrado entre los contratantes, las 
cuales proveerán a la relación de elementos que permitirán entender la in-
6 “El principio del equilibrio económico del contrato previsto en el inciso 1.º del artículo 27 de la 
ley 80 de 199, hace que en los contratos estatales se predique una conmutatividad especialísima que 
difiere de aquella predicable a [sic] los contratos celebrados por privados, pues impone a las partes 
contratantes la obligación de mantener las condiciones de igualdad o equivalencia de los derechos 
y obligaciones surgidas al momento de proponer o contratar, de forma tal que si esa igualdad se 
rompe por causas no imputables a la persona afectada, la parte culpable deberá restablecerla”. 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 28 de 
mayo de 2015, exp. 0.290.
7 gaspar ariño ortiz. Teoría del equivalente económico en los contratos administrativos, Madrid, 
Instituto de Estudios Interadministrativos, Escuela Nacional de Administración Pública, 1968, 
p. .
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tención de las partes, así como los efectos que con ella pretendían generar, 
todo dentro del marco legal correspondiente.
En efecto, en los contratos de derecho civil, en cualquier caso, se reconoce 
que hay, además de un factor objetivo para el análisis del eventual desequili-
brio, unos factores subjetivos que aminoran el impacto del mismo; en cierto 
contexto de la relación, la fijación de los valores de intercambio de las presta-
ciones puede explicarse como el resultado de una particular consideración de 
la relación –p. ej., cuando están involucrados lazos de afecto–, para admitir 
así que en ese particular escenario el tema se tiene que ver desde una óptica 
diferente a la que se adoptaría si la consideración subjetiva no estuviera 
presente; aunque por regla general el ordenamiento jurídico se detiene en 
aspectos objetivos para determinar si se presenta desequilibrio económico. 
Ese factor subjetivo vendrá a legitimar las más de las veces situaciones de 
inequidad que por vía del derecho objetivo serían sancionadas y corregidas, 
puesto que prima la voluntad de las partes sobre las disposiciones legales, 
y se busca con ello atenerse a lo literalmente convenido al momento de la 
celebración del contrato.
Pero, a diferencia de la contratación de ámbito iusprivatista, la contrata-
ción administrativa es el resultado de una evolución en donde la preservación 
del equilibrio económico es uno de los ejes fundamentales. Los contratos 
administrativos se caracterizan por la reciprocidad o interdependencia de 
las prestaciones que consagran, principio propio de los negocios jurídicos 
sinalagmáticos8, lo que implica que las obligaciones a cargo de la Adminis-
tración se encuentran estrechamente ligadas a las obligaciones del particular 
contratista, y viceversa; es decir, se consideran equivalentes. Además de que 
entre los principios que rigen la contratación se encuentran el de economía, 
el de adecuación contractual y el de interpretación de los contratos, y en 
este contexto se indica que debe preservarse la igualdad y la equivalencia de 
derechos y obligaciones existentes o surgidas al momento de contratar, de tal 
8 Esto viene desde años atrás; cfr. jorge adame goddard. “El concepto del contrato en el ‘ius gen-
tium’”, en Estudios de derecho civil. Obligaciones y contratos. Libro homenaje a Fernando Hinestrosa, 
40 años de rectoría - 1963-2003, t. i, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 200, p. 22: 
“desde hace ya casi cincuenta años, Álvaro d’Ors ha propuesto que la noción romana clásica del 
contrato es la que da Labeón en el libro primero de su comentario ad edictum (cit. por Ulpiano, ii 
ad ed. D. 50,16,19), según la cual el contrato es obligación recíproca (ultro citroque obligationem). 
De acuerdo con esta noción, los contratos son exclusivamente aquellos negocios en los que las 
dos partes están recíprocamente obligadas”.
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manera que si se rompe ese equilibrio hay que restablecerlo, si bien solo en 
la medida en que no corresponda a una carga que el contratista debe asumir 
como un alea de ejecución del contrato. A la Administración no le interesa 
terminar el negocio, por lo que acudirá a cualquier mecanismo correctivo 
de las situaciones anormales, lo que marca la segunda diferencia con los 
contratos civiles, al ser la resolución del contrato el último mecanismo que 
se debe considerar para compensar la mayor onerosidad sobrevenida en la 
ejecución del objeto contractual.
Los contratos conmutativos, en la visión del Código Civil, son los que 
suponen la equivalencia de las prestaciones, para poner de presente que 
no habrá una pretensión de perfecta correspondencia. En la contratación 
estatal se parte de una premisa diferente, y es que ese ideal de igualdad o 
equivalencia debe preservarse frente a lo que quedó registrado en el momen-
to en que se celebró el contrato: la generalidad de los casos es que cuando 
el contratista aduce un cambio de condiciones que afecta la posición que 
tenía al momento de proponer, la Administración debe adoptar las medidas 
necesarias para la preservación de las condiciones puestas al momento de 
contratar, cumpliendo con la obligación que se impone a esta de actuar 
oportunamente para poner freno a situaciones que puedan determinar una 
mayor dificultad para el contratista.
Como se puede observar, la conmutatividad es la regla de oro en los 
contratos del Estado, entendida esta en su acepción material, ya que en este 
tipo de acuerdos no se permite la participación de concepciones subjetivas 
debido al estricto concepto de legalidad que rige toda la actividad adminis-
trativa, y que se deriva de normas constitucionales referentes a la actuación 
estatal y a las normas de presupuesto, que se configura como pilar básico de 
toda la actividad económica de los entes públicos.
1 . 1 .  m a r c o  h i s t  r i c o :  p r i n c i p i o  d e  r i e s g o 
y   e n t  r a ,  e  c e p c i  n  a l  r  g i m e n  d e  r i e s g o s 
y  l a  p e r s p e c t i a  a d m i n i s t r at i  i s ta 
d e  l a  c o n m  tat i  i da d
La señalada concepción actual de la conmutatividad deriva del desarrollo his-
tórico de dos importantes fenómenos contractuales presentes desde la época 
romana, la lesión enorme y el periculum rei, figuras típicamente civiles que 
entraron al campo administrativo a través de la consagración del principio 
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de riesgo y ventura en los contratos reales de la Corona española. En efecto, 
la repartición equitativa de riesgos que se empezó a configurar en el derecho 
romano con ciertas restricciones, pasó al derecho intermedio y a las Partidas 
y la Novísima Recopilación, textos legales españoles, con ciertos cambios 
y excepciones a la equidad predominante en ese momento, principalmente 
debido a la influencia canónica en el derecho común. Entonces, la teoría civil 
de los riesgos y la responsabilidad por el daño o pérdida de las cosas, que se 
rige por criterios de culpa y equidad, viene a tener su primer revés en los 
contratos administrativos, al consagrarse que el contratista debe asumir el 
mayor riesgo o ventura que presente el contrato, porque la Administración, 
por virtud de normas de legalidad presupuestaria, no puede responder por 
ninguna circunstancia posterior a la celebración del acuerdo de voluntades; se 
trata de un Estado inalterable, protegido por una estricta legalidad en cuanto 
al erario público, lo que le permitía negar cualquier tipo de responsabilidad 
y la asunción de riesgos para evitar una excesiva carga a su contraparte.
El principio de conmutatividad, tal y como lo conocemos hoy, deriva 
su existencia de la máxima regla de todo contrato: la autonomía de la vo-
luntad9, que se refleja en que lo que las partes acuerdan debe respetarse, 
porque el contrato es ley para las partes, y su modificación solamente puede 
efectuarse por voluntad de los contratantes, lo que confirma que en derecho 
las cosas se deshacen tal como se hacen. Esa inmutabilidad del contrato es 
el marco de referencia en el que los primeros contratos administrativos se 
desarrollan, respaldados por el imperio de la ley y la rigidez del fisco que 
para ese entonces se manejaba; se trata de un aspecto común en la mayoría 
de legislaciones, y su rechazo vendrá a presentarse muchos años después, 
debido a los fundamentos de legalidad en la Hacienda Pública, que a medida 
que crece la cobertura de la Administración en lo que a gastos se refiere, 
serán cada vez más flexibles para permitir la realización del fin último del 
Estado: la satisfacción del interés general por medio de la provisión de las 
necesidades básicas de la comunidad.
9 francesco messineo. Manual de derecho civil y comercial, t. ii, Buenos Aires, ejea, 1979, p. 0: 
“Naturalmente la autonomía no es ni puede ser ilimitada; por el contrario, está sometida a límites, 
dirigidos a la tutela de los intereses generales (aspecto social de la autonomía de la voluntad) y de 
los intereses de los terceros, los cuales no se podrían dejar a merced de la voluntad del individuo. 
Pero, dentro de esos límites, se puede muy bien decir que la misma es decisiva, si no se quiere 
decir en absoluto que es soberana”.
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A partir de esta tradición histórica de lo que debe ser equivalente, se 
empieza a hablar en la doctrina administrativa de un principio que vendrá a 
regular el tema de los riesgos –tanto de la pérdida o daño en las cosas como 
en la regulación del precio–, para poner de presente esa primacía del Estado 
y su consiguiente posición de privilegio frente a todo aquel que pretenda 
obtener un provecho económico a costa de la Administración. Este es el 
principio de riesgo y ventura, y su consolidación y posterior caída vendrán 
a configurarse como uno de los mayores avances en la contratación estatal 
para la época actual.
Hasta mediados del siglo xix el régimen de la lesión, al igual que el peri-
culum rei, era de aplicación general, y su carácter excepcional se verá cada vez 
más inmerso en los negocios estatales por criterios que determinan un cambio 
radical en la concepción del Estado, tales como los principios de legalidad y 
responsabilidad a los que este se somete a partir de la Revolución Francesa; 
si bien se mantiene el criterio supletivo de la ley frente a la voluntad de las 
partes y la inmutabilidad de lo pactado salvo acuerdo de los contratantes para 
ello, la conmutatividad en su sentido material reporta que para la contratación 
administrativa es mucho más importante alcanzar la seguridad del tráfico 
económico que un elemento de justicia en sus relaciones10, por lo que la 
mayor onerosidad sobrevenida recaerá en una u otra parte dependiendo de 
ciertos criterios eminentemente políticos y de conveniencia presupuestaria.
Entonces, el principio de riesgo y ventura configura esa divergencia 
con el régimen común de los contratos a partir de la locatio conductio y la 
locatio conductio operis, y no es sino la expresión del mecanismo normal de 
la articulación de las prestaciones en el arrendamiento de obra: resultado 
10 Esto, a diferencia de lo planteado por la doctrina católica, de la que el derecho administrativo 
hereda técnicas y criterios. La equivalencia de prestaciones, para el régimen canónico, se rige 
por el iustum petitum, porque prevalece la equidad por encima de la seguridad en los contratos, 
y aquella impone el justo precio, por lo que no puede imponerse la inmutabilidad del precio 
global pactado. Entonces, el riesgo pasa del artífice a la catedral, porque aquel siempre recibe el 
justo precio, y la prestación que se ve alterada es la de la Iglesia, entendiendo que ella no pagará 
las mejoras o excesos cometidos de forma voluntaria por el contratista con el fin de aumentar 
el valor y sin previa autorización del beneficiario de la obra. Esta idea de equivalencia se funda 
en la buena fe que implica cumplir todo lo exigible entre personas justas y leales, lo que se tra-
duce en lo pactado, así como en la honestas christiana, base moral de las obligaciones en derecho 
canónico. Por lo tanto, en derecho canónico prevalece la justicia sobre la seguridad jurídica en 
materia contractual. En este punto cfr. la excelente compilación hecha por ariño ortiz. Teoría 
del equivalente económico en los contratos administrativos, cit., pp. 6 ss.
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contra un precio fijo o alzado11. El planteamiento y la solución del problema 
están imbuidos de la concepción liberal de contrato y se apoyan en su nota 
peculiar de precio alzado, verdadero eje de la institución12, de manera que 
se entiende por riesgo y ventura la carga que soporta el contratista en todo 
contrato con la Administración, por la que asume cualquier perjuicio o 
beneficio derivado de la ejecución del mismo, sin posibilidad de posteriores 
reclamos por la alteración de las condiciones inicialmente pactadas en respeto 
del contractus lex, y con el cual se exonera al contratante público de toda 
responsabilidad; se trata de la teoría del riesgo sobrevenido, bien por daños 
o destrucciones en las obras, bien por la mayor onerosidad en la realización 
de la prestación1, con excepción del incumplimiento imputable al Estado 
que corresponde a la teoría de la responsabilidad contractual desarrollada 
por el derecho civil. El riesgo y ventura es el criterio de general aplicación 
a los supuestos de aumento del costo del contrato por cualquier causa, y el 
equilibrio económico será referido únicamente a las modificaciones unila-
terales e internas del mismo, como desarrollo lógico que se predica de que, 
a mayor obra, mayor precio.
Pero es precisamente ese respeto a lo acordado por las partes al celebrar 
el contrato lo que en primera medida desvirtúa al riesgo y ventura como 
innovación del derecho administrativo. En efecto, la consagración legal de 
esta circunstancia no es sino la explicación en los contratos estatales de la 
forma de Estado imperante y rigurosamente legalista que para entonces 
reinaba, gracias a los planteamientos políticos y financieros del siglo xix que 
imponían condiciones realmente abusivas para el contratista derivadas de la 
mentalidad pecuniaria de la Administración –todas las obras al menor costo 
11 eduardo garcía de enterría. Curso de derecho administrativo, t. i, 10.ª ed., Madrid, Civitas, 
2000, p. 71.
12 Como lo cometa F. garcía goyena. Concordancias, motivos y comentarios del Código Civil espa-
ñol, t. iii, Madrid, 1852, “han sido muy graves y frecuentes los abusos de los arquitectos en esta 
materia, so pretexto de haberse encarecido los materiales o jornales, o de cambios y aumentos 
hechos en el plano por haberlos estimado útiles o necesarios. […] Los arquitectos invocaban la 
máxima constante de Derecho, que nadie debe enriquecerse a expensas de otro”.
1 “La onerosidad efectiva, mayor o menor que la prevista, que al contratista cueste realizar la obra 
prometida queda únicamente a su cargo, sin que pueda afectar a la economía contractual. A esta 
carga del contratista llamaremos riesgo y ventura del contrato de obra, no siendo relevante como 
pago o cumplimiento sino la entrega final de la obra conclusa; los riesgos de destrucciones o 
cualesquiera otros aumentos de onerosidad que antes de su entrega afecten a las obras en curso 
serán de cuenta del empresario”. eduardo garcía de enterría. “Riesgo y ventura y fuerza 
mayor en el contrato administrativo”, Revista de la Administración Pública, n.º 2, 1950, pp. 88 ss.
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posible–, una actitud de completa desconfianza hacia el empresario por la 
contraposición de intereses, y el firme convencimiento de que, a pesar de 
todo, el contratista contaba con las condiciones para poder ejecutar el objeto 
pactado gracias a los instrumentos técnicos y de mercadeo a su alcance y 
que se presumían superiores a los del Estado.
El desarrollo del principio administrativo de riesgo y ventura se presenta, 
como ya lo dijimos, en los contratos de obra1 y de arrendamiento de obra, 
estableciéndose la presencia de obligaciones de resultado que implican que 
la contingencia del daño o el beneficio derivado del contrato estará a cargo 
del contratista hasta que se cumpla con el objeto pactado, y posteriormente 
su contenido se verá extendido a los demás contratos de la Administración, 
principalmente al arrendamiento de rentas reales y a la concesión. El riesgo 
en primera instancia, para estos contratos, radica en la errónea estimación 
del precio exacto de la obra, razón por la cual se pasa de un sistema de precio 
global calculado y pagado a priori a un esquema de precios unitarios que se 
calculan con anterioridad al contrato por tablas que realizan la obligación de 
planeación del Estado; dicho precio unitario se multiplica por la cantidad de 
obra realmente ejecutada, con la actualización correspondiente, para pagar a 
posteriori la prestación debida al contratista. Es aquí en donde entra a jugar 
el concepto del justo precio, no con los matices dados a él por la doctrina 
privatista, sino como una real correspondencia a la prestación ejecutada por 
el particular, un precio cierto, es decir, una equivalencia material entre las 
obligaciones contraídas.
A partir del criterio del servicio público adoptado para diferenciar los 
contratos de derecho civil de los administrativos15 se determina que, por la 
1 “Como el constructor ha de entregar la obra a cambio de un precio alzado, asume la mayor (riesgo) 
o menor (ventura) onerosidad que pueda significar para él la obtención de ese resultado; lo único 
que importa es el resultado final, abstracción hecha de la actividad desplegada por el empresario 
para llegar a él, del coste que para dicho empresario haya supuesto llegar al mismo”. garcía de 
enterría. Curso de derecho administrativo, t. i, cit.
15 juan carlos expósito vélez. La configuración del contrato de la Administración Pública en derecho 
colombiano y español. Análisis de la selección de contratistas, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 200, pp. 227-228: “Si el contrato se relacionaba de manera directa con un servicio 
público, este inmediatamente era tildado de administrativo. La ecuación que se aplicaba en el 
criterio subjetivo siguió en parte latente, con una variante, consistente en la intromisión del con-
cepto de servicio público, entonces se declaraba: servicio público igual contrato administrativo, 
con consecuencias jurídicas importantes, como que servía este postulado para determinar el 
derecho a aplicarse”. En el mismo sentido, cfr. maurice hauriou. “La teoría del riesgo impre-
visible y los contratos influidos por instituciones sociales”, Revista de Derecho Privado, t. xxiii, 
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finalidad que cumple el Estado, cual es la satisfacción del interés general, 
debe entenderse que la Administración debe contar con ciertas prerrogativas 
–derivadas de sus potestades excepcionales– para poder contratar con los 
particulares, ya que está de por medio la efectiva prestación de un servicio 
que le correponde y que por sus múltiples ocupaciones y/o incapacidad 
técnica no puede ofrecer por sí misma, por lo cual requiere de la ayuda de 
los administrados, a cambio de una prestación pecuniaria16. Pero la dife-
rencia entre la exigibilidad de las normas y la poca vigilancia y aplicación 
de las mismas en la práctica, hará que se presente una nueva legislación, ya 
que al margen de la legalidad vigente se empiezan a resolver situaciones de 
extrema tensión económica entre las partes, cuyas consecuencias de mayor 
relevancia se verán en los supuestos de daño o destrucción de las cosas y 
en el error de cálculo, entendido este como el que vicia el consentimiento 
otorgado por las partes para la celebración del contrato.
Es así como, dogmáticamente, el peso de una tradición jurídica secular 
que viene configurando al contrato de obra como oneroso-conmutativo, la 
responsabilidad basada en la culpa y un principio de equivalencia material de 
las prestaciones presente en el contrato hasta el triunfo de la ideología liberal, 
son las razones que justifican un régimen de excepción al rígido sistema de 
cargas excesivas para los empresarios contratistas de la Administración; aún 
más, la apremiante necesidad de incrementar el bienestar de los asociados 
por medio de un Estado que promueva la prosperidad económica y social 
en la nación. Por ello, se hace evidente la necesidad de ofrecer incentivos a 
estos agentes, puesto que el incremento de las obras públicas es por demás 
impresionante y acelerado, lo que implica que la Administración deje de ser 
la exclusiva beneficiaria del contrato y se convierta en un elemento activo 
del mismo, con cargas y responsabilidades, las mismas que tradicionalmente 
ha debido soportar el contratista, aunque con ello se sacrifiquen dogmas 
intocables de la clásica doctrina administrativista. Es aquí, entonces, en 
donde empieza la verdadera fragmentación del riesgo y ventura, ya que los 
enero-diciembre de 1926. Finalmente es menester poner de presente que en Colombia quien 
introdujo el concepto fue Carlos H. Pareja, quien estableció que el criterio de servicio público 
era el criterio determinante a la hora de identificar un contrato administrativo. Cfr. su Curso de 
derecho administrativo teórico y práctico, 2.ª ed., Bogotá, El Escolar, 199, pp. 82 ss.
16 No hay que olvidar que esta es la verdadera causa de la contratación estatal, y por ella es que 
se origina toda esta corriente que, para algunos doctrinantes, es la que justifica la existencia del 
derecho administrativo como rama independiente de la teoría civil.
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defectos de previsión financiera no pueden representar un límite definitivo 
para la realización de las actividades que se consideran vitales para el de-
sarrollo del Estado, sin contar con la gran presión que empieza a ejercer la 
sociedad en ejercicio de sus derechos supralegales de participación en las 
administraciones modernas; por eso, a raíz de esta nueva visión del contrato 
administrativo de obra se empieza a consagrar un régimen de excepción que 
proyecta una disminución en la leonina carga que soportan los contratistas, 
ya que se incorporan ciertos eventos en la ley que autorizan indemnizarlos 
si se presentan daños o destrucciones en las construcciones antes de que 
se entregue la obra terminada al contratante, momento en el cual cesa su 
responsabilidad; supuestos de naturaleza objetiva, en atención a la defini-
ción material de equivalencia en las condiciones contractuales, y como una 
exigencia propia del servicio público para los casos de siniestros que tengan 
la característica de excepcionales, ajenos a los clásicos eventos regidos por 
la culpa del contratista. 
Así las cosas, es evidente que el principio de riesgo y ventura, al atribuir 
la responsabilidad del periculum rei al contratista, no quiere limitarse a una 
simple aplicación de los principios de la responsabilidad por culpa, porque 
de ser así bastaría el régimen consagrado en las normas civiles; entonces, “la 
solución a esta contradicción interna que siempre ha entrañado el supuesto 
del periculum rei puede estar, actualmente, en construir la responsabilidad 
del contratista como una responsabilidad por riesgo profesional, aplicando 
la distinción de caso fortuito y fuerza mayor que ha sido construida y con-
sagrada legalmente en el marco de la responsabilidad extracontractual”17.
De todo lo anterior se puede deducir que el riesgo y ventura, implaca-
ble en sus inicios, con la llegada del modelo capitalista de Estado traslada 
ciertos riesgos a la Administración, dejando en cabeza de la empresa los que 
pertenecen al álea normal del contrato, los riesgos extraordinarios internos 
de la empresa y los riesgos imprevisibles y extraños a la relación contrac-
tual, siendo los dos últimos los que mantienen el principio mencionado en 
vigencia, pero con la particular característica de que ocurrirán eventos que 
17 ariño ortiz. Teoría del equivalente económico en los contratos administrativos, cit., p. 158. Aclara este 
autor que “el contratista responderá en su caso de todos aquellos riesgos que sean consecuencia 
de caso fortuito (riesgos internos, inherentes a la empresa misma de construcción que han sido 
originados e implícitamente aceptados por el contratista), no de los que se deban a fuerza mayor 
(riesgo externos y totalmente ajenos a la empresa)” (p. 7).
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harán a la Administración contratante responsable del desequilibrio que se 
presente en la ecuación financiera del contrato. 
Por lo que se refiere al riesgo y ventura, no puede extrañarnos que, en los 
últimos años, y no obstante su vigencia formal, se viera vulnerado por todos 
lados en la realidad, y que sea, sobre todo, la propia Administración, y alguna 
vez los tribunales, quien, haciendo uso de técnicas pensadas con finalidad 
distinta, las aproveche, dándoles un nuevo sentido, para escapar a la aplicación 
del principio en todo su rigor18. Es por esto que la Administración pasa de 
un estatus inactivo a ser por completo partícipe, e incluso, patrocinador del 
contratista, ya que se inicia una nueva etapa con mayores beneficios no solo 
para los particulares, sino para la actividad administrativa en sí.
Así, la perspectiva administrativa de la conmutatividad en el contrato 
estatal dista mucho de lo que el régimen civil considera equivalente en las 
prestaciones económicas objeto de contratos de derecho privado. La idea 
subjetiva del justo precio, la aplicación de la teoría civil de la culpa y el cri-
terio de partición proporcional de riesgos a los que corresponden de forma 
exclusiva a cada contratante, así como los eventos de daño o pérdida del objeto 
contractual o sus frutos, se consagran legalmente en materia administrativa 
de forma diferente a la hasta el momento proporcionada por las leyes civiles, 
puesto que, como ya se dijo, la equivalencia de las prestaciones en el régimen 
estatal es completamente objetiva, libre de cualquier elemento formal que 
permita una cierta ventaja para el contratista de la Administración19.
2 .  l a  e q  i a l e n c i a  e c o n  m i c a  e n  e l  o r d e n a m i e n t o 
c o l o m b i a n o :  e  o l  c i  n  l e g a l  y  j  r i s p r  d e n c i a l
Nuestro ordenamiento jurídico ha incorporado la regulación del equiva-
lente económico desde mediados del siglo xx. La primera legislación en la 
18 Ibíd., p. 177.
19 “El principio del equilibrio económico del contrato previsto en el inciso 1.º del artículo 27 de la 
ley 80 de 199, hace que en los contratos estatales se predique una conmutatividad especialísima que 
difiere de aquella predicable a [sic] los contratos celebrados por privados, pues impone a las partes 
contratantes la obligación de mantener las condiciones de igualdad o equivalencia de los derechos 
y obligaciones surgidas al momento de proponer o contratar, de forma tal que si esa igualdad se 
rompe por causas no imputables a la persona afectada, la parte culpable deberá restablecerla”. 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 28 de 
mayo de 2015, exp. 0.290.
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materia no recorre las etapas del riesgo y ventura y su paulatina recesión; 
sin embargo, el artículo 2060 del Código Civil regula el tema de la no recla-
mación posterior a la celebración del contrato, al decir que “El empresario 
no podrá pedir aumento de precio, a pretexto de haber encarecido los jor-
nales o los materiales, o de haberse hecho agregaciones o modificaciones 
en el plan primitivo, salvo que se haya ajustado a un precio particular por 
dichas agregaciones o modificaciones”. De esta manera, la legislación civil 
se incorporaba en materia administrativa para suplir la falencia legal en los 
contratos estatales, y con ello lograr mantener la equivalencia formal que 
regía ante la ausencia de una regulación taxativa al respecto.
2 . 1 .  e  o l  c i  n  l e g i s l at i a
El equivalente económico encuentra su primera consagración legal en el 
artículo 11 de la Ley .ª de 196, al establecer que para los contratos de obra 
a precio alzado o precios unitarios se podrá revisar el contrato en función de 
toda variación de cualquiera de los factores determinantes de los costos previstos. 
Posteriormente, el artículo .º la Ley 6 de 1966 permite a la Administración 
compensar los áleas anormales e imprevistos que se presenten durante la 
ejecución del contrato, al consagrar que “Cuando por reajuste de precios, 
cambio de especificaciones y otras causas imprevistas, haya necesidad de 
modificar el valor o el plazo, el Gobierno y las demás entidades de que trata 
la Ley .ª de 1964, celebrarán el contrato adicional, que quedará perfeccionado 
con la firma del Gobierno y de la entidad contratante”, de modo que, a pesar de 
que la norma no consagra de forma expresa la obligación de la Administración 
de compensar al contratista por la onerosidad sobrevenida, con la figura de 
los contratos adicionales está confiriendo a las partes un mecanismo para 
restablecer el equilibrio económico pactado en el contrato, caracterizado 
por la reciprocidad de las prestaciones entre ambos contratantes, cuando 
cualquier hecho inesperado la haya puesto en entredicho.
Se presenta un retroceso con el Decreto 150 de 1976, al reconocerse la 
revisión del precio fijado en el contrato únicamente en los casos en que se 
presenten variaciones que recaigan en los factores determinantes de las obras, por 
lo que se eliminan los contratos adicionales dados por la ley anterior y solo se 
permite el restablecimiento de la equivalencia en las prestaciones afectadas 
por los riegos normales pero imprevisibles en cuanto a sus consecuencias 
económicas. Luego, con la Ley 19 de 1982, se dice que es posible que el 
65Mónica Sofía Safar Díaz
contratista obtenga el reconocimiento de la mayor onerosidad sobrevenida 
en el contrato por los nuevos costos derivados de la modificación que unila-
teralmente haga la Administración al mismo fundada en motivos de interés 
público, al igual que la indemnización por los perjuicios que resultan para 
el contratista por la terminación unilateral del contrato con base en motivos 
de conveniencia u oportunidad20.
En 198 se expide el Decreto 222, el cual se constituye en una de las 
más importantes regulaciones en materia contractual del Estado. A partir de 
él, la normativa en materia del equilibrio contractual adquiere su posición 
más garantista, puesto que se dan todas las condiciones de favorecimiento al 
contratista de la Administración al reconocerle a aquel una indemnización 
compensatoria por lo dejado de percibir al no ejecutarse el contrato en las 
condiciones inicialmente pactadas por la terminación unilateral emanada 
de la Administración contratante, el reconocimiento de los nuevos costos 
en que incurra el contratista con ocasión de la modificación unilateral del 
contrato, y la posibilidad de celebrar contratos adicionales respecto del plazo 
o valor en principio convenidos, garantizando una compensación pecuniaria 
al empresario cuando estas varían en detrimento suyo por factores sociales, 
económicos o políticos, así como por dificultades naturales o materiales 
imprevisibles y sobrevenidas21.
20 En el mismo sentido, cfr. william rené parra gutiérrez. Los contratos estatales, Bogotá, Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 1996, p. 15. 
21 “Artículo 20. Cuando el interés público haga indispensable la incorporación de modificaciones 
en los contratos administrativos, se observarán las siguientes reglas: a) No podrán modificarse 
la clase y objeto del contrato. b) Deben mantenerse las condiciones técnicas para la ejecución 
del contrato. c) Deben respetarse las ventajas económicas que se hayan otorgado al contratista. 
d) Debe guardarse el equilibrio financiero del contrato, para ambas partes. e) Deben reconocerse 
al contratista los nuevos costos provenientes de la modificación”.
 “Artículo 21. En los pliegos de condiciones deberán contemplarse las modificaciones de los 
contratos, que sean previsibles y la manera de asegurar el equilibrio financiero de los mismos. 
Cuando en el curso de la ejecución de un contrato el interés público demande la variación del 
mismo, la entidad pública correspondiente propondrá al contratista el procedimiento para llevarla 
a efecto, la manera de acreditar y reconocer los nuevos costos, o de disminuir los que no vayan a 
causarse, según el caso, mediante las evaluaciones técnicas pertinentes y el señalamiento de los 
nuevos precios, si a ello hubiere lugar…”.
 “Artículo 58. Salvo lo dispuesto en el título IV, cuando haya necesidad de modificar el plazo o el 
valor convenido y no se tratare de la revisión de precios prevista en este estatuto, se suscribirá un 
contrato adicional que no podrá exceder la cifra resultante de sumar la mitad de la cuantía origi-
nalmente pactada más el valor de los reajustes que se hubieren efectuado a la fecha de acordarse 
la suscripción del contrato adicional”.
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Es en esta normatividad en donde encontramos la base para el régimen 
contractual consagrado en la Ley 80 de 199, actual Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, de modo que muchos de los 
preceptos que en ella se contienen pasarán a ser de aplicación actual en 
nuestro ordenamiento jurídico. Con la expedición de esta ley se actualiza el 
lento proceso que se vivió en la doctrina española, consagrando con carácter 
general e imperativo el derecho de las partes al restablecimiento de la equi-
dad en las prestaciones recíprocas surgidas al momento de la celebración 
del contrato, cuando estas se alteran por causas no imputables al contratista 
afectado; es la máxima regulación del principio de la equivalencia objetiva, 
principal postulado de la contratación pública.
Así, encontramos en la Ley 80 de 199 varios artículos que permiten 
observar la intención del legislador de asegurar la efectiva conmutatividad 
en la contratación administrativa: i) En el artículo .º, numerales  y 8, se 
establece que las entidades estatales deben solicitar la revisión de precios 
cuando se presenten condiciones que generen desequilibrio en su contra, 
lo que implica romper un paradigma de la Administración, ya que ante-
riormente se obligaba a esta a una preservación de las condiciones exis-
tentes al momento de contratar, aun frente a circunstancias que afectaran 
de manera excesiva la onerosidad del contrato22; ii) En el artículo 5.º se le 
reconoce al contratista el derecho de que el valor de la prestación a su favor 
no se altere o modifique durante la vigencia del contrato, y el consecuente 
derecho a solicitar el restablecimiento del equilibrio contractual por situa-
ciones imprevistas y que no deriven de su actuar, o por incumplimiento 
de la entidad estatal contratante2; iii) En el artículo 1, al referirse a los 
 “Artículo 86. En los contratos celebrados a precio global o por precios unitarios, se podrán pactar 
revisiones periódicas de los mismos en función de las variaciones que ocurran en los factores 
determinantes de los costos…”.
22 “Artículo . De los derechos y deberes de las entidades estatales. […] . Solicitarán la actualización 
o la revisión de los precios cuando se produzcan fenómenos que alteren en su contra el equilibrio 
económico o financiero del contrato. […] 8. Adoptarán las medidas necesarias para mantener 
durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras 
existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, 
o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y 
revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos 
si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios…”.
2 “Artículo 5. De los derechos y deberes de los contratistas […]
 “1. […] Recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el valor intrínseco de la misma 
no se altere o modifique durante la existencia del contrato.
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medios que pueden utilizar las entidades estatales para el cumplimiento 
del objeto contractual, se autoriza a la Administración contratante para 
efectuar las compensaciones necesarias al contratista cuando sea esta la 
que introduzca modificaciones al acuerdo inicial por razones de servicio 
público2; iv) En el artículo 25, al consagrar el principio de economía, se 
establece la necesidad de constituir reservas presupuestales para los casos 
de actualización de precios y la compensación debida a los contratistas 
en caso de desequilibrio en las prestaciones acordadas, y de generar un 
rubro dentro de su presupuesto para atender situaciones que se deriven 
de desequilibrio contractual25; v) En el artículo 27, que es el más impor-
tante en esta materia, se consagra de forma expresa que en todo caso debe 
procurarse el mantenimiento de las condiciones acordadas al momento 
de la celebración del contrato estatal, o en su defecto tomar medidas para 
restablecer el equilibrio cuando se ha afectado en perjuicio de alguna de las 
partes del mismo, si esta no ha influido en dicha circunstancia26, y vi) En 
 “En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la Administración les restablezca el 
equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de 
situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se rompe 
por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida 
al momento de nacimiento del contrato…”.
2 “Artículo 1. Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al 
celebrar un contrato: 1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control 
y vigilancia de la ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la 
paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, 
continua y adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral 2.º de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo exijan, 
terminar unilateralmente el contrato celebrado.
 “En los actos en que se ejercite algunas de estas potestades excepcionales deberá procederse al 
reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a que tengan derecho 
las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y 
términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio 
inicial…”.
25 “Artículo 25. Del principio de economía. En virtud de este principio: […] 1. Las autoridades 
constituirán las reservas y compromisos presupuestales necesarios, tomando como base el valor de 
las prestaciones al momento de celebrar el contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la 
aplicación de la cláusula de actualización de precios. 1. Las entidades incluirán en sus presupues-
tos anuales una apropiación global destinada a cubrir los costos imprevistos ocasionados por los 
retardos en los pagos, así como los que se originen en la revisión de los precios pactados por razón 
de los cambios o alteraciones en las condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados”.
26 “Artículo 27. De la ecuación contractual. En los contratos estatales se mantendrá la igualdad 
o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, 
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el artículo 28, referido a la interpretación de los contratos, se indica que 
debe preservarse la igualdad y la equivalencia de derechos y obligaciones 
existentes o surgidas al momento de contratar, de tal manera que si se rompe 
el equilibrio económico hay que restablecerlo, pero solo en la medida en 
que no corresponda a una carga que el contratista debe asumir como un 
álea de ejecución del contrato, para decir que se deben tener en cuenta la 
igualdad y el equilibrio entre prestaciones y derechos, que según la norma 
caracterizan a los contratos conmutativos27.
2 . 2 .  e  o l  c i  n  j  r i s p r  d e n c i a l
Juntamente con el desarrollo legal antes visto se ha presentado una tendencia 
jurisprudencial, que en sus inicios no se expresa en las típicas jurisdicciones 
civil y contenciosa administrativa, sino en la propia iniciativa particular por 
medio de laudos arbitrales.
El primer pronunciamiento en el tema que nos ocupa se remonta al año 
de 1972, con ocasión de una consulta hecha por el Gobierno a la Sala de 
Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado respecto de la posibilidad de 
aplicar una normatividad derogada en los contratos de concesión celebrados 
en vigencia de la misma28, frente a lo cual la corporación entra a hacer un 
según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien re-
sulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su 
restablecimiento. Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre 
cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros 
e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropia-
ción de que trata el numeral 1 del artículo 25. En todo caso, las entidades deberán adoptar las 
medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista 
en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate”.
27 “Artículo 28. De la interpretación de las reglas contractuales. En la interpretación de las normas 
sobre contratos estatales, relativas a procedimientos de selección y escogencia de contratistas y 
en la de las cláusulas y estipulaciones de los contratos, se tendrán en consideración los fines y 
principios de que trata esta ley, los mandatos de la buena fe y la igualdad y equilibrio entre las 
prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos conmutativos”.
28 Se trata de la aplicación del Decreto 210 de 1955, el cual fue derogado por la Ley 10 de 1961; 
ambas normas tienen por objeto la regulación del tema de deducción de impuestos por el factor 
de agotamiento para las empresas explotadoras de petróleo en la región occidental del país; el 
problema radicaba en que en los contratos realizados bajo la vigencia del decreto se estipuló de 
manera expresa esa sujeción a la norma. El Gobierno negaba la posibilidad de seguir atendiendo 
los lineamientos del decreto derogado, aduciendo que las normas tributarias son de orden público 
y por lo tanto no derogables por las partes, de modo que no ostentaban el carácter supletivo que 
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análisis detallado de varios aspectos, entre ellos sobre el contrato como crea-
dor de situaciones jurídicas individuales, la mutabilidad de las situaciones 
reglamentarias y efectos de la ley en el pasado, las definiciones de contrato 
civil y contrato administrativo y, por supuesto, sobre el equilibrio financiero 
en el contrato administrativo. La posición de órgano consultivo es muy clara:
El interés privado no puede paralizar la acción administrativa que busca satisfacer 
el interés general, pero si en este proceso resultan lesionados legítimos intereses 
patrimoniales de particulares, la Administración está obligada a reparar el daño cau-
sado dentro del marco de disposiciones legales y principios jurídicos que establecen 
en el derecho colombiano la oportunidad, razón y cuantía de estas reparaciones 
[…]. El régimen del contrato administrativo descansa en dos ideas fundamentales: 
si de una parte afirma la existencia a favor de la Administración de prerrogativas 
exorbitantes de derecho común de los contratos, de otra reconoce el derecho del 
co-contratante al respeto del equilibrio financiero considerado en el contrato. Es 
en este equilibrio en el que se expresa realmente a existencia del contrato.
Como se puede ver, desde sus inicios la tendencia jurisprudencial del Consejo 
de Estado ha buscado respetar y mantener el principio de la equivalencia 
económica en los contratos de la Administración, ya que con ello se busca 
desarrollar una armonía entre el interés público y el privado de los contra-
tistas que prestan directa o indirectamente sus servicios al Estado para el 
correcto funcionamiento de los servicios públicos y su efectiva prestación, 
fin primordial de todo Estado social de derecho29.
permitiría la retractación de las partes, además de entender que no era necesaria la consagración 
expresa en el contrato, porque en todo caso la norma era de directa aplicación en esos contratos 
por mandato legal. Por otra parte, el Gobierno entendió que de seguirse aplicando el decreto 
en cuestión se estarían contradiciendo normas del Derecho Administrativo y Tributario, lo que 
deriva en un objeto ilícito en el contrato a la luz del artículo 1502 CC. Cfr. Consejo de Estado, 
Sala de Consulta y Servicio Civil. Sentencia del 11 de marzo de 1972, rad. 561.
29 “Puede suceder que los contratantes con la administración, en forma expresa e inequívoca, hagan 
constar que han tenido en cuenta ciertas circunstancias económicas o tributarias existentes al 
momento de contratar como determinantes de las obligaciones que asumen o como compensatorias 
de éstas. Este tipo de estipulaciones no significa que no pueda cambiarse o mortificarse la ley o 
que tenga el alcance de restarle generalidad a la aplicación inmediata de la ley futura; como ya se 
dijo, la administración no puede limitar los órganos del Estado en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales”. Ibíd.
 “Como todos los contratos se rigen por la buena fe y la equidad, y debe estarse a la intención de las 
partes, la variación de la ley, o de las circunstancias concomitantes, darán lugar a los consiguientes 
ajustes o compensaciones entre los contratantes, y eventualmente a condenas indemnizatorias, 
siempre que se compruebe por el perjudicado que sus obligaciones contractuales se han agravado 
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A raíz de la expedición de este concepto, la jurisprudencia administra-
tiva empieza a delinear los parámetros en lo que debe entenderse aplicada 
la normatividad referente a la ecuación financiera de contrato; pero, como 
ya lo dijimos, los antecedentes de este lineamiento vienen de la reiterada 
posición adoptada por los árbitros en las controversias contractuales que se 
resuelven en virtud de la cláusula compromisoria. Es así como, en un primer 
laudo arbitral, se dice que, cuando se presentan circunstancias que aumentan 
la carga soportada por el contratista que viene cumpliendo con el contrato 
celebrado con la Administración, tal responsabilidad debe ser asumida por 
la entidad estatal contratante0. 
más allá del límite del álea normal que debe soportar todo contratante, y que en consecuencia, 
se ha roto el equilibrio económico del contrato considerado al momento de la convención, como 
sucede en las estipulaciones sobre reajuste futuro de precios en los contratos de obra pública que 
autoriza la Ley .ª de 196. En la concesión esta posibilidad podría presentarse en los contratos 
en que la autoridad administrativa tenga el poder determinante de los ingresos del concesionario, 
o la libre estipulación de sus compensaciones pecuniarias, pero resulta de muy difícil ocurrencia 
en contratos cuya estructura económica sea la del pago de cánones o participaciones a la Nación, 
sin que ésta controle los ingresos del concesionario y en los que las condiciones del contrato no 
resultan de la voluntad de las partes sino de la ley”. Ibíd.
0 “El reajuste de precios es la consecuencia de la variación de costos acaecida durante el curso de 
la ejecución de la obra. Cuando quiera que estos costos en alza se concretan en costos o plusva-
lías que impliquen un aumento de la carga soportada por el contratista en el cumplimiento de 
su prestación dentro del contrato, los principios de equidad o las normas expresas de derecho 
positivo, como ocurre en Colombia, mandan que dichos sobrecostos deben ser trasladados a la 
Administración como comitente y beneficiaria de la obra. Tal posición de equidad y de derecho 
se instala dentro del cuadro general esbozado por la doctrina universal (pero particularmente por 
la jurisprudencia francesa), dilucidadora de un equilibrio de recíprocas prestaciones en cualquier 
contrato (aunque con inicial referencia al contrato administrativo), equilibrio que respecto de 
la materia puramente pecuniaria de la interrelación contractual que vincule a las partes, ha sido 
precisado merced al concepto de ‘ecuación económica o financiera del contrato’, para significar 
que la equiparación o compensación de las cargas pecuniarias que gravitan sobre las partes, debe 
ser mantenida mediante una especie de balanceo o corrección automática, cuando ocurriera que la 
influencia inevitable de fenómenos económicos tales como la inflación de costos y precios, o fuerzas 
del mercado sobrevinientes, externas y ajenas a la voluntad de los contratantes, como la escasez de 
abastos, elementos o materias primas, consigan destruir o modificar ese equilibrio, desequiparando 
o descompensando las cargas pecuniarias recíprocas […] En el contrato administrativo, cuya parte 
débil es la persona del contratista privado, la mayor onerosidad sobreviniente que por cualquier 
causa recayere sobre la prestación de su carga, haciéndola más gravosa, debe ser remediada por 
la administración. Este remedio […] permite al contratista que quedaría sacrificado escapar al 
sacrificio, según la patética expresión del Messineo, que recoge el agobiante drama de innumerables 
personas económicamente trituradas por el peso aplastante de obligaciones acrecidas y de inelu-
dible cumplimiento frente al Estado, acreedor prepotente e implacable. […] Nuestra legislación, 
implícitamente incorpora todas las causas, al admitir la reinstauración del equilibrio financiero 
en función de la variación de cualquiera de los factores determinantes de los costos previstos. La 
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Como se observa, entienden los falladores que el equilibrio económico 
en los contratos administrativos implica de suyo que la equivalencia material 
estudiada es primordial, puesto que no es justo que el particular considerado 
como un colaborador de la Administración tenga que soportar las cargas, 
por demás injustas, que implican un cambio en las condiciones inicialmente 
acordadas en su contra, realizándose así un riesgo, además de inesperado, 
excesivamente perjudicial para su empresa. Es por esto que “ese recargo de 
las obligaciones para una de las partes del contrato en beneficio de la otra, no 
sólo implicaría el enriquecimiento sin causa de ésta, sino que, todavía más, 
equivaldría a que un contrato de esencia conmutativa derivara en contrato 
de esencia gratuita”1.
Por último, un laudo arbitral en 1977 expresó:
Frente a estas prerrogativas inherentes a la administración como rama del Poder 
Público y protectoras del interés general, el contratista no queda desprotegido 
en la relación contractual. Por el contrario, los poderes exorbitantes de la admi-
nistración se compensan con principios de equidad que tienden a preservar el 
equilibrio financiero establecido y considerado originalmente por las partes al 
rigidez del principio clásico de derecho privado contenido en el postulado ‘pacta sunt servanda’, 
que reflejaba la inmutabilidad impuesta por la ley (‘el contrato es ley para los contratantes’, art. 
1602 del C. C.) respecto de las obligaciones contraídas por las partes al celebrar el contrato y su 
mantenimiento invariable durante el tracto contractual, ha sido reemplazado por la flexibilidad 
del principio ‘rebus sic stantibus’, el cual relieva el contrato debe mantener, únicamente en cuanto 
subsiste inmodificada durante la etapa de ejecución o cumplimiento, la situación de sacrificio o 
beneficio recíprocos en que se hallaban las partes en el momento de la celebración, pero no la 
puede ni debe mantener cuando esa situación sufre modificaciones entre el referido momento 
inicial de su celebración y otro cualquiera posterior de su cumplimiento. […] La rigidez de la 
contratación bajo el influjo de la inmutabilidad de lo pactado (‘pacta sunt servanda’), sólo podía 
implicar la parálisis de las obras y de los servicios públicos por ausencia de licitación con el coraje 
suficiente para enfrentar la aventura de arruinarse, o la ruina de los contratistas audaces, o las 
ofertas a precios desmesurados mediante los cuales los oferentes se cubrieran anticipadamente 
contra los riesgos. Todas estas hipótesis son indeseables, y su repudio parece gravitar tácita pero 
fuertemente en la motivación del legislador”. Litigio entre el arquitecto Rojas Álvarez y el Instituto 
Colombiano de los Seguros Sociales, árbitros: Gonzalo Vargas Rubiano, Joaquín Bernal Arévalo y 
Jorge Vélez García, laudo citado en jurisprudencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, del 20 de septiembre de 1979, exp. 272.
1 Laudo arbitral del 16 de junio de 1976, controversia entre Mitsubishi Heavy Industries e icel, 
árbitros: Pedro Gómez Valderrama, Jorge Vélez García y Carlos Gustavo Arrieta: “No se puede 
entender, pues, ninguna estipulación contractual, por claro que sea su significado literal, en el 
sentido de que es fuente de obligaciones ad in infinitum a cargo de una de las partes y en beneficio 
de la otra, sin que ésta, por su parte, retribuya a aquélla la mayor onerosidad causada por la mayor 
carga”.
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celebrar convenio, frente a decisiones de la administración que hagan más onero-
sas las cargas del contratista o a circunstancias excepcionales que vayan más allá 
de lo previsible y de los riesgos normales propios de la actividad de que se trate. 
[…] Con aportes legislativos, jurisprudenciales y de práctica contractual, la teoría 
jurídica del contrato administrativo ha ido creando dentro de un marco de equidad 
el necesario equilibrio entre las obligaciones y prerrogativas de las partes, en una 
relación en la que al contratista se le considera, ante todo, como un colaborador 
de la administración en la gestión de los servicios públicos. […] Siempre que se 
ejercen las prerrogativas exorbitantes de la administración o se aplican las teorías 
rectoras del contrato administrativo, operan en éste los principios del derecho 
público para compensar, cuando sea el caso, mayores cargas que se hayan impuesto, 
o acordar ayudas o reparaciones que circunstancias excepcionales, imprevisibles al 
momento de contratar, justifiquen. En lo demás, las estipulaciones del contrato se 
rigen por el derecho privado, especialmente por aquellas normas y nociones que 
son comunes a todo acuerdo de voluntades2.
Es así como, desde sus inicios, la jurisprudencia administrativa ha apoyado el 
restablecimiento del equilibrio económico del contrato estatal, ya que, como 
se ha dicho, la efectiva prestación de los servicios públicos implica que sea la 
Administración quien con su posición de superioridad entre a proteger los 
intereses del particular contratista, no como un acto altruista y generoso, sino 
por las nefastas consecuencias, tanto financieras como de actuación estatal, 
que puede traer para el Estado el fracaso en los contratos, es decir, iniciar 
nuevamente todo el procedimiento de selección al tiempo que lidia con la 
paralización del servicio público. Esto es entendido y manifestado en estos 
fallos, y su reiteración simplemente vendrá a perfeccionar los parámetros 
de acción para el contratista y la Administración contratante.
 .  p o s t  l a d o s  o r i e n ta d o r e s  d e l  e q  i l i b r i o 
e c o n  m i c o  e n  l o s  c o n t r at o s  e s tata l e s
Para poder avanzar en este tema de la equivalencia económica de las presta-
ciones patrimoniales dentro de los contratos estatales es de vital importancia 
referirnos a los fundamentos teóricos, a las bases estructurales del fenómeno 
del mantenimiento del equilibrio financiero, las cuales vienen a justificarse 
2 Laudo del  de diciembre de 1997, controversia entre Konstruktor Split Yugoeslavia y Empresa 
de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, D. E., árbitros: Carlos Holguín, Álvaro Leal Morales 
y Alberto Hernández Mora.
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plenamente dentro de la concepción moderna del Estado social de derecho. 
Tales directrices se compilan en principios rectores del derecho en general, y 
de la contratación –administrativa y privada– en particular, y en esa medida, 
su efectiva aplicación dependerá en gran parte del efectivo cumplimiento 
del deber de planeación en la Administración Pública.
Es así como nos referiremos a estos principios para poder determinar 
el fundamento y marco de acción del equilibrio económico del contrato 
administrativo e iniciar el estudio de los eventos específicos de desequilibrio 
contractual, como violatorios de estos fundamentos legales y doctrinarios.
 . 1 .  b  e n a  f e  c o n t r a c t a l
La Constitución Política, en su artículo 8, consagra la buena fe como 
postulado general, lo que demuestra su carácter predominante en todas 
las actuaciones tanto del Estado como de los particulares. Se refiere a este 
principio fundamental como la conducta exigida tanto a particulares como 
al Estado, para afirmar el deber de comportarse con arreglo a ella y para 
establecer la presunción de esta en las actuaciones de los particulares frente 
a las autoridades. 
Se ha dicho que la buena fe es un concepto difícil de describir en sus 
alcances, puesto que su contenido no tiene un marco práctico definido, y en sí 
implica el comportamiento leal y diligente de todas las personas al momento 
de actuar, sin intención alguna de perjudicar a otros, lo que se demostrará 
con la actividad concreta y en cada caso específico. Ahora bien, en materia 
de contratos, se hace una especial diferencia entre la buena fe en la etapa 
precontractual y la fase de ejecución del acuerdo de voluntades, puesto que 
la responsabilidad derivada del incumplimiento de este importante postulado 
tendrá diferentes matices en uno y otro caso.
La buena fe se mira de desde dos perspectivas: una subjetiva –la cual se 
refiere a la convicción intima de la persona–, y una objetiva, con la que se 
 magdalena correa henao. Libertad de empresa en el Estado social de derecho, Bogotá, Universi-
dad Externado de Colombia, 2008, p. 77: “Desde la aparición del Estado social de derecho, se 
insertó en la doctrina y posteriormente en la propia dogmática constitucional el principio de la 
prevalencia del interés general sobre el particular”.
 Al respecto, cfr. martha lucía neme villarreal. “El principio de buena fe en materia contractual 
en el sistema jurídico colombiano”, Revista de Derecho Privado, n.º 11, Universidad Externado 
de Colombia, 2006.
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hace referencia a la norma de conducta que la ley ordena a todo contratante 
para que celebre y cumpla el negocio procurando la mayor satisfacción del 
interés legitimo de su contratante-, y algunos la identifican con la lealtad o 
comportamiento leal. Se habla también de buena fe creadora de derechos, la 
cual corresponde al error común creador de derecho en cuanto haya buena 
fe en la situación concreta5.
La buena fe, en definitiva, es una consecuencia inevitable y fundamental 
de la relación moderna entre el aparato estatal y los administrados, ya que el 
progresivo crecimiento de las órdenes de la Administración moderna, con 
nuevas finalidades y tareas de orden social, produce la creciente dependencia 
del ciudadano frente a ella, con la consiguiente pérdida de libertad que solo 
puede compensarse con la mayor aplicabilidad del principio de buena fe6. 
Así, en el campo del derecho administrativo, y por supuesto en el tema de 
la contratación estatal, el concepto actual del contratista colaborador hace 
absolutamente evidente la aplicación de este principio, y por ello es la primera 
regla en las relaciones jurídicas bilaterales del Estado.
Como el contrato estatal debe incorporar en la actualidad una estructu-
ración de tipo social en su formación y ejecución, los intereses contrapuestos 
del contratista y la Administración deben sujetarse a la satisfacción del in-
terés general, razón por la cual debe mantenerse un ambiente de confianza 
y lealtad entre las partes, todo con el fin de hacer lo más simple posible 
el desarrollo de este tipo de contratos, que por su naturaleza y finalidad 
envuelven en sí un alto grado de complejidad. Entonces, la buena fe, en 
el derecho administrativo, se inspira en la equidad, a diferencia de lo que 
ocurre en el derecho civil, en donde obedece al rigor de la ley7, por lo cual 
esta vendrá a representar el límite de derechos y obligaciones para cada parte 
contractual; en efecto, como ya se dijo, toda la actuación en el marco del 
contrato está sometida al elemento teleológico del interés general. La buena 
fe administrativa mira, sobre todo, al fin del interés general en el contrato, 
más que al propio interés pecuniario de la Administración8; es por ello por 
5 Cfr. arts. 157, 158, 16, 1766, 16, 190 y 2199 CC; en el Código de Comercio se habla de 
este error en ausencia de representación, representación aparente y modificación o revocación 
del poder, para proteger al tercero de buena fe. 
6 josé luis villar palasí. Derecho administrativo, t. i, Madrid, 1968, pp. 58 y 59.
7 Así lo afirman E. delgado martín y F. de arriaga. Contratos administrativos de obras públicas y 
servicios públicos, Madrid, Manuel Ginés 198, p. 18.
8 ariño ortiz. Teoría del equivalente económico en los contratos administrativos, cit., p. 296.
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lo que en los casos de rompimiento del equilibrio financiero del contrato 
estatal su aplicación es más amplia y comprensiva que en los de la buena fe 
en el campo de la contratación privada.
 . 2 .  e n r i q  e c i m i e n t o  s i n  j  s ta  c a  s a
Este principio constituye una de las fuentes de las obligaciones en general, 
lo que hace por demás obvia su aplicación en el campo de la contratación 
administrativa. En efecto, el enriquecimiento implica la desproporción in-
justificada en el beneficio derivado de las prestaciones pactadas para una de 
las partes en el contrato, en detrimento de la otra, sin que pueda alegarse, 
en principio, una restitución de lo pagado por este concepto. 
Pero es aquí en donde consideramos que existe una importante diver-
gencia con el régimen privado de contratación, puesto que si en los contratos 
del Estado el principal elemento de la equivalencia económica es el de la 
paridad material de prestaciones, y teniendo en cuenta que en este campo 
no se utilizan los acuerdos de naturaleza gratuita (por regla general)9, el 
enriquecimiento sin justa causa se convierte en uno de los más importantes 
argumentos para solucionar el rompimiento de la ecuación financiera en 
los contratos estatales; y es por ello que, para poder mantener el balance en 
las prestaciones inicialmente pactadas por las partes, existen mecanismos 
adecuados para solucionar las situaciones que, bajo circunstancias especiales 
e imprevistas para una de ellas, o para ambas, pongan en riesgo la efectiva 
ejecución del objeto contractual, y que, de no ser corregidas, darían a alguna 
de las partes –generalmente la Administración Pública– una ganancia o bene-
ficio no acordado en el contrato, a expensas del correlativo empobrecimiento 
de la otra –generalmente el contratista–, que se vería seriamente perjudicada 
por su imposibilidad de retrotraerse del compromiso asumido, salvo poder 
demostrar la imposibilidad fáctica de cumplir, puesto que continuar con 
su actividad en el contrato la llevaría a un detrimento patrimonial serio, sin 
contar con acción alguna para compensar su esfuerzo. Entonces, en virtud 
de esta importante fuente obligacional es necesario tomar todas las medidas 
necesarias antes, durante y después del contrato para impedir a toda costa la 
inequidad económica en este tipo de relaciones, en cumplimiento de princi-
9 Exceptuando las donaciones, respecto de las que se discute, inclusive, si en realidad de trata de 
contratos o solamente de actos jurídicos.
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pios mayores como la libertad de empresa y la función social de la propiedad 
privada, pilares fundamentales de la política estatal de nuestros días.
En resumen, no puede permitirse un enriquecimiento para la Adminis-
tración en perjuicio del contratista sin una causa justa que lo avale, ni tampoco 
la situación inversa, puesto que la equivalencia objetiva en la contratación 
estatal tiene fuente legal, razón por la cual debe mantenerse, sin obviar el 
deber de diligencia que corresponde a las partes en el contrato para evitar 
situaciones que, de no ser alegadas en tiempo, podrían causar un perjuicio 
irreparable para los intereses que se pretende proteger por el contratante y 
el contratista en el marco de su relación económica.
 .  .  d i l i g e n c i a
Al hablar de la equivalencia económica en las prestaciones de los contratos 
estatales es preciso afirmar que no es suficiente demostrar una actitud recta y 
honesta en la determinación de las obligaciones de las partes, sino que además 
resulta elemental observar una conducta prudente y cuidadosa al momento 
de realizar la contratación entre los entes públicos y los particulares; es decir, 
se requiere una conducta diligente por parte de los agentes contractuales, 
la cual permita deducir que tanto en la etapa previa al contrato como en la 
ejecución del mismo contratante y contratista han hecho lo posible para 
mantener la ecuación financiera a la que se comprometieron en principio. 
De esa manera, toda situación que perturbe ese equivalente original será 
atribuida a circunstancias que escapan del juicioso comportamiento que la 
ley exige en todo acto jurídico bilateral. Así, para poder determinar cuál es 
la diligencia necesaria, en términos de demostrar un verdadero cuidado del 
equivalente económico, ha de tenerse en cuenta que la elección del criterio 
que se debe aplicar tiene serias consecuencias en lo que atañe a la prestación 
de la culpa y, por ende, al deber de responder por el daño causado. 
En este punto debemos recordar que, así como en el tema de la equi-
valencia, la diligencia tiene aspectos subjetivos y objetivos, dependiendo 
de si se busca determinar cómo cada persona debe obrar de acuerdo con 
su idiosincrasia y hábitos de conducta o si, por el contrario, se debe com-
parar la conducta examinada con la de un hombre normalmente atento y 
cuidadoso en situaciones análogas. En orden a establecer este interrogante, 
debe tenerse en cuenta que, como ya se ha explicado, la equivalencia en los 
contratos de la Administración es de carácter objetivo, lo que implica que 
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la conmutatividad se examina desde un punto de vista material, que no in-
cluye percepciones individuales de las partes, sino que busca un elemento 
neutral y libre de cualquier subjetivismo que pueda afectar las prestaciones 
pactadas por las mismas.
En este orden de ideas, el deber de diligencia que se exige a las partes 
debe ser objetivo, no tanto por el hecho de eliminar del contrato cualquier 
elemento que pueda vulnerar la transparencia del procedimiento contractual, 
como por el hecho de respetar la legalidad propia de los contratos estatales 
que involucra una prudencia extrema en razón de los intereses comprome-
tidos en ellos; los cuales, como ya sabemos, derivan de la satisfacción de las 
necesidades generales de la comunidad y no de un mero interés patrimonial 
de las partes. Es por ello que todo deudor debe quedar obligado ni más ni me-
nos que a comportarse como una persona normalmente juiciosa y diligente, 
lo cual se deducirá de sus actuaciones objetivamente analizadas, traducidas 
en el campo que nos ocupa en el planteamiento de todas las dudas y cues-
tionamientos pertinentes en la oportunidad indicada para ello dentro de la 
etapa de selección, y en la comprobación de todos los esfuerzos necesarios 
para impedir un detrimento patrimonial de su parte y del Estado durante 
la ejecución de lo pactado, en correspondencia con su papel de colaborador 
con los intereses de la Administración. 
La colaboración del contratista en la realización de fines de interés general 
exige0, por su parte, el máximo de esfuerzo y diligencia en su ejecución1, 
de modo que todo acto que permita observar en el contratista una actitud 
negligente y falta de cuidado en el cumplimiento de la prestación que le 
corresponde, pondrá en evidencia su deseo de obtener de su contratante un 
provecho patrimonial indebido, el cual, por supuesto, la Administración no 
está obligada a suplir, y viceversa.
0 rodrigo bercovitz rodríguez-cano. Tratado de contratos, Valencia, Tirant lo Blanch, 2009, p. 
10: “el contrato es el instrumento jurídico para la colaboración, tanto entre empresarios y cuales-
quiera agentes sociales, o entre estos y los consumidores, y finalmente también entre particulares. 
Se trata de un instrumento para el intercambio de bienes y servicios en una economía de mercado 
como es la definida por nuestra Constitución. La autonomía privada contractual es indispensable 
para la explotación de la propiedad privada (art.  CE) y para la consecución de la libertad de 
empresa y de la economía de mercado (art. 8 CE), esto es, para la realización de nuestro modelo 
constitucional de economía”.
1 ariño ortiz. Teoría del equivalente económico en los contratos administrativos, cit., p. 2.
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 .  .  c o n t r a d i c c i  n  d e  p r e c i o s
Una de las principales causas, sin lugar a dudas, de los reclamos en sede 
judicial por el rompimiento de la ecuación financiera del contrato es la au-
sencia de discusión de los precios y valores de las prestaciones prometidas. 
Esto, en nuestra legislación, se debe a la rigidez presupuestal propia del 
patrimonio del Estado y al principio de inmutabilidad del pliego de condicio-
nes, argumentos de gran peso en nuestra jurisprudencia y en la concepción 
estricta de los entes públicos frente a la idea de permitirle al contratista un 
margen de discrecionalidad en cuanto a los costos derivados de la ejecución 
del objeto contractual.
Pues bien, contrario a lo manifestado por esta fuerte corriente legal, 
consideramos que, en efecto, la posibilidad de controvertir los precios en 
la etapa de selección del contratista es uno de los más importantes pilares 
para conservar el equilibrio económico del mismo para el caso de los actos 
bilaterales de la Administración. Y es que es totalmente claro que los argu-
mentos esgrimidos por la mayoría de los contratistas al momento de exigir 
del Estado una compensación por el desequilibrio presentado durante la 
ejecución de los contratos deriva, en gran parte, de esa inflexibilidad de los 
entes públicos ante la posibilidad de discutir los precios, todo debido a la 
gran desconfianza que reina en el procedimiento contractual y que, por lo 
general, deriva en demandas judiciales favorables a los accionantes, puesto 
que las causas de rompimiento de la situación originalmente acordada, 
mientras no provengan de una actuación deliberada del contratista, deben 
ser compensadas en orden a satisfacer el fin principal del contrato, cual es 
el interés general, lo que obliga a que, en lo posible, el contrato se mantenga 
vigente, y de esta forma evitar un nuevo procedimiento de selección que en 
últimas sería mucho más costoso para el Estado, o, en el peor de los casos, 
entrar a asumir de manera directa la ejecución del objeto contratado.
Como se puede observar, la discusión de los precios es y debe ser un 
aspecto básico dentro de la contratación estatal como aplicación directa de los 
principios superiores en la materia de transparencia y planeación, ya que si 
se permite un análisis flexible de los costos es más probable que se mantenga 
el equilibrio financiero del contrato, el cual será acordado por las partes de 
forma objetiva y no como una imposición de la Administración que deberá 
ser modificada con posterioridad a la firma del acuerdo. 
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 .  c a  s a s  d e l  r o m p i m i e n t o  d e l  e q  i l i b r i o 
e c o n  m i c o  e n  l o s  c o n t r at o s  e s tata l e s 
y  a l c a n c e  d e l  r e s ta b l e c i m i e n t o
Luego de revisar la historia y los principales aspectos que rodean a la teoría 
del equivalente económico, debemos analizar las causas concretas que en-
marcan la ruptura de las condiciones inicialmente convenidas por las partes 
dentro de la relación contractual a partir de los criterios implementados 
en nuestro Estatuto de Contratación, pues no existe en el ordenamiento 
jurídico mención concreta alguna sobre causales de desequilibrio econó-
mico del contrato estatal2. Así, es la jurisprudencia la que ha desarrollado 
diferentes teorías que justifican la ruptura del equilibrio económico del 
contrato, la mayoría con base en la tradición histórica franco-española, 
pero también a partir de situaciones más actuales y que, en realidad, se 
compadecen mucho más con la realidad de nuestros días; pero parece 
necesario reexaminar el alcance que se ha dado a dichos eventos al tenor 
del artículo 27 de la Ley 80 de 199, norma que, como ya se ha dicho, es 
la que consagra la ecuación financiera del contrato y las condiciones para 
su procedencia.
Tenemos, entonces, como causas decantadas de ruptura de la ecuación 
financiera del contrato las siguientes:
2 “Para establecer el contenido del concepto ‘Equilibrio’ cabe tener en cuenta lo que motiva 
a cada uno de los sujetos de la relación jurídico negocial derivada del contrato estatal; para 
el Estado, desarrollar los fines que nuestro sistema jurídico le atribuyó, fundamentalmente 
la satisfacción del interés público; para el particular, obtener un lucro personal. El contrato 
estatal debe entonces colmar las expectativas de uno y otro cocontratante, para lo cual se ha 
previsto la conservación de la ecuación financiera del contrato existente a la fecha en que surge 
la relación jurídica negocial. Por virtud de la mentada ecuación, se pretende que la correspon-
dencia existente entre las prestaciones correlativas que están a cargo de cada una de las partes 
del contrato, permanezca durante toda su vigencia, de tal manera que, a la terminación de 
éste, cada una de ellas alcancen la finalidad esperada con el contrato. Cuando las condiciones 
económicas pactadas a la celebración del contrato, se alteran en perjuicio de una de las partes 
cocontratantes, a consecuencia de hechos que no le son imputables y que ocurren con posterio-
ridad a la celebración del mismo, surge el deber de reparar la ecuación financiera del contrato”. 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 26 
de febrero de 200, exp. 1.0.
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(i) Situaciones imputables o atribuibles a la Administración contratante 
a partir de potestades derivadas del contrato o en ejercicio de funciones 
predeterminadas
El desequilibrio del contrato estatal, en su versión más tradicional, se puede 
producir con ocasión del uso por parte de la Administración de la potestad 
que legalmente le ha sido conferida para modificar unilateralmente, mediante 
el ejercicio de la prerrogativa del poder público, las condiciones consigna-
das al momento de celebrarse el contrato, justificado, por supuesto, en la 
necesidad de hacer dicha variación en beneficio de la prestación eficiente y 
continua del servicio público que motiva y sustenta el mismo como medio 
para lograr el cumplimiento del objeto contractual. Se trata del ejercicio de 
lo que históricamente se ha conocido como la potestas variandi, y se concibe 
como situación que merece tomar medidas para el restablecimiento de la 
ecuación contractual por tratarse de un mecanismo que implica el uso del 
poder administrativo y como contrapeso a ella en el marco de la legalidad 
y la responsabilidad estatal que caracterizan al Estado de derecho, previo 
agotamiento de un diálogo e intento de concertación con el contratista, por 
exigencia expresa del artículo 16 de la Ley 80 de 199, en el sentido de re-
conocer eventualmente al mismo el costo y la utilidad que dicha variación 
represente respecto de lo inicialmente acordado.
En igual forma, también puede generarse afectación de la ecuación con-
tractual por actos de contenido general proferidos por la Administración en 
ejercicio de sus funciones como expresión de la potestad normativa, constitu-
cional y legal, que se traduce en la expedición de leyes o actos administrativos 
de carácter general que, indirectamente, alteran las condiciones inicialmente 
acordadas en un contrato estatal celebrado por la misma entidad que ejerce 
la función normativamente asignada; y esto es lo que la jurisprudencia, de 
antaño, ha denominado hecho del príncipe (factum principis), de manera 
 “Cuando la persona pública usa legítimamente sus prerrogativas de tal forma que impone nuevas 
cargas a su cocontratante, debe indemnizarle por la totalidad de estas cargas. No se trata de daños 
y perjuicios que deben pagarse en razón de una falta contractual consistente en el incumplimiento 
de sus obligaciones, sino de una indemnización fundada en la necesidad de conservar el equilibrio 
de gastos y beneficios según fue previsto por los contratantes”. libardo rodríguez. El equilibrio 
económico en los contratos administrativos, Bogotá, Temis, 2012, p. 8.
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Auto del 7 de marzo 
de 2002, exp. 21.588. 
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que el restablecimiento de la ecuación financiera, que también se justifica 
en la necesidad de dar continuidad al contrato y lograr el objetivo que se 
planteó con el mismo, se traduce en el reconocimiento de costos y utilidad 
para el ejecutor que se produzcan por el cambio material de las condiciones 
contractuales5.
No obstante, en este punto es importante poner de presente que bajo 
la concepción normativa del equilibrio económico que se encuentra en el 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública el solo he-
cho del ejercicio de la potestad excepcional de modificación unilateral o la 
afectación indirecta por ejercicio de la función administrativa por parte de la 
entidad contratante no puede considerarse de manera automática una causa 
de ruptura de la ecuación financiera del contrato estatal, pues es necesario 
analizar el contexto fáctico y jurídico que llevó a tales determinaciones, lo 
que no solamente presupone descartar el aporte causal, del contratista en este 
caso, en los antecedentes de la decisión, debiéndose examinar igualmente si, 
en efecto, su configuración, esto es, su causa, sucede materialmente después 
de haberse celebrado el contrato; porque si su origen se encuentra en una 
situación sucedida antes de dicho momento no se estaría en el campo del 
restablecimiento del equilibrio económico, sino del ajuste del contrato por 
falencias en su estructuración, mediante la adopción de medidas concretas 
para el efecto.
(ii) Incumplimiento contractual
El segundo evento que se considera causal de desequilibrio económico del 
contrato estatal, por mandato legal, más que por los demás parámetros 
normativos, es el caso en el que alguna de las partes, en calidad de deudora 
de una obligación específica, deliberadamente no ejecuta aquella conducta 
a la que se ha comprometido al celebrar el contrato de lo prometido por el 
deudor en la época u oportunidad fijada por la ley o pactada en el contrato; 
5 “[P]ara la configuración de esta teoría, que genera o introduce un alea administrativo al contrato 
estatal y, por lo tanto, termina afectándolo en su fórmula o ecuación financiera, es preciso que la 
entidad que haya proferido el acto de contenido general y abstracto sea la misma administración 
contratante. […] En este caso, será procedente no sólo equilibrar el contrato en relación con los 
costos y gastos en que se haya incrementado su ejecución o prestación, sino que también estará 
obligada a cancelar la utilidad esperada por el contratista”. Consejo de Estado, Sala de lo Con-
tencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 6 de mayo de 2015, exp. 1.87.
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a lo que debe agregarse el componente de interés del acreedor para deter-
minar si la situación acaecida corresponde a un simple retraso, a una mora o 
al incumplimiento definitivo de la obligación. De allí que etimológicamente 
se defina el incumplimiento como “desobedecer o infringir una orden o una 
disposición”6, y jurídicamente como “vulneración de lo estipulado en un 
contrato por una o ambas partes”7.
Entonces, legalmente se considera que el no cumplir con una obligación 
determinada dentro del plazo contractual, legal o naturalmente fijado para 
ello, o hacerlo dentro del mismo pero de manera imperfecta, se constituyen en 
situaciones que alteran la igualdad entre derechos y obligaciones surgidos al 
momento de proponer o contratar, al tenor de lo expresado en el numeral 1 del 
artículo 5.º de la Ley 80 de 199 cuando ordena que en este caso, si la conducta 
proviene de la entidad estatal contratante, debe restablecerse la ecuación surgida 
al momento del nacimiento del contrato, como parte del derecho que se confiere 
al contratista a que no se altere el valor intrínseco de la remuneración pactada 
en el contrato; pero, en realidad, bajo la concepción actual del desequilibrio 
contractual, debe decirse que se trata de una situación completamente diferente.
En efecto, la jurisprudencia de lo contencioso administrativo claramente 
ha expresado que existe una diferencia tajante entre incumplimiento y des-
equilibrio económico del contrato, porque el primer caso conlleva un elemen-
to volitivo, propio de la responsabilidad por culpa, que implica verificar la 
intención de desobedecer el mandato contractual o la infracción de la misma 
por, principalmente, negligencia, llevando como consecuencia la causación 
de un daño en el acreedor de la obligación que implica el reconocimiento e 
indemnización de los perjuicios causados en términos de daño emergente y 
lucro cesante, e incluso de daño moral; mientras que en el segundo evento lo 
que se busca es que las partes adopten medidas para superar situaciones que 
generen una alteración sustancial, más allá de lo razonablemente esperable, 
del marco de condiciones fácticas y jurídicas que se incluyen en el contrato, 
con el fin de ajustar el mismo a la realidad imperante y poder continuar con 
su ejecución para lograr el objetivo deseado8.
6 maría moliner. Diccionario de uso del español, a-i, .ª ed., Madrid, Gredos, p. 1626.
7 Real Academia Española y Consejo General del Poder Judicial. Diccionario del español jurídico, 
Barcelona, 2016, p. 918.
8 “Desde luego que en materia contractual una cosa es la antijuridicidad del daño por causa ilícita, 
propia del incumplimiento, y otra distinta la que recoge el texto transcrito (art. 27 Ley 80 de 
199), que propende por mantener el equilibrio financiero cuando sobrevengan circunstancias no 
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imputables al contratista. En este punto la jurisprudencia enfatiza en la necesidad de elaborar en 
cada caso un juicio de imputabilidad que permita encontrar un título jurídico, vale decir, la impu-
tatio iuris además de la imputatio facti. Sobre el particular, dijo la Corte Constitucional evocando 
jurisprudencia de esta sección, que ‘… puede haber casos en materia contractual que implican 
un daño antijurídico sin que se pueda establecer la existencia de una conducta antijurídica de la 
administración. Así, sin que medie una conducta contraria a derecho de la administración, puede 
ocurrir que se incremente el patrimonio de la entidad pública y se empobrezca correlativamente 
el del contratista, en virtud de una mayor cantidad de obra que la pactada por razones de inte-
rés general. (Sentencia C-, agosto 1 de 1.996, Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero). 
Puede decirse entonces que en la búsqueda de la ecuación financiera los reclamos del contratista 
se juzgan con referencia a la ley y las condiciones económicas de su ejecución […] mientras que 
el mero incumplimiento supone un juicio sobre la conducta de las partes pero con relación a las 
cláusulas del contrato y lo ejecutado por los contratantes. La Sección Tercera de esta Corpora-
ción ha acogido las teorías desarrolladas por la doctrina foránea en torno a las fuentes que dan 
lugar a la ruptura del equilibrio económico-financiero del contrato estatal, señalando que éste 
puede verse alterado por actos y hechos de la administración o por factores extraños a las partes 
involucradas en la relación contractual. A los primeros se les denomina ‘hecho del príncipe’, y 
‘potestas ius variandi’ (álea administrativa), mientras que a los supuestos que emergen de la se-
gunda fuente se les enmarca dentro de la denominada ‘teoría de la imprevisión’ y paralelamente 
en la ‘teoría de la previsibilidad’. Lo anterior permite deducir, con absoluta claridad, que puede 
verse alterado por el ejercicio del poder dentro del marco de la legalidad o por situaciones ajenas 
a las partes, que hacen más o menos gravosa la prestación; pero, en ningún caso tiene lugar por 
los comportamientos antijurídicos de las partes del contrato. El incumplimiento contractual, en 
cambio, tiene origen en el comportamiento antijurídico de uno de los contratantes, esto es, que 
asume un proceder contrario a las obligaciones que contrajo al celebrar el contrato y, como efecto 
principal, causa un daño antijurídico a la parte contraria que, desde luego, no está en la obliga-
ción de soportar; además, el incumplimiento genera la obligación de indemnizar integralmente 
los perjuicios causados a la parte cumplida. […] Es de anotar que, si bien el inciso segundo del 
numeral 1 del artículo 5 de la Ley 80 de 199 contempla como uno de los supuestos de ruptura 
del equilibrio contractual el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los contratantes, en 
esencia las dos figuras se diferencian, no solo por el origen de los fenómenos, tal como quedó 
explicado en precedencia, sino por las consecuencias jurídicas que emergen en uno u otro caso. En 
efecto, la fractura del equilibrio económico da lugar al restablecimiento del sinalagma funcional 
pactado al momento de proponer o contratar, según el caso, mientras que el incumplimiento da 
derecho, en algunos casos[,] a la ejecución forzada de la obligación o a la extinción del negocio 
y, en ambos casos, a la reparación integral de los perjuicios que provengan del comportamiento 
contrario a derecho del contratante incumplido, tanto patrimoniales (daño emergente y lucro 
cesante) como extrapatrimoniales, en la medida en que se acrediten dentro del proceso, tal como 
lo dispone el artículo 90 de la Constitución Política (cuando el incumplimiento sea imputable a 
las entidades estatales) y los artículos 156 y 161 a 1616 del Código Civil, en armonía con el 16 
de la Ley 6 de 1998. […] De ahí que la Sala estime necesario puntualizar que si bien algunas 
normas legales vigentes propician ese tratamiento indiscriminado de la figura del incumplimiento 
contractual como una de las génesis del desbalance de la ecuación contractual, lo cierto es que 
el instituto del equilibrio económico en materia de contratación estatal tiene y ha tenido como 
propósito fundamental la conservación, durante la vida del contrato, de las condiciones técnicas, 
económicas y financieras existentes al momento del nacimiento del vínculo, sin que haya lugar 
8 Una relectura del concepto de equilibrio económico del contrato estatal en la normatividad vigente
Es así como resulta claro que mientras que el incumplimiento hace parte 
de la responsabilidad contractual, el desequilibrio económico se enmarca 
en las medidas de salvación del contrato, de modo que en aquel se busca el 
resarcimiento de un perjuicio por la causación de un daño, mientras que 
en este se pretende ajustar el contrato a la realidad en que se desarrolla, 
manteniendo el interés de las partes en su ejecución para el logro de su 
finalidad; de ahí que no sea correcto hacer referencia alguna a los rubros de 
perjuicio (daño emergente y lucro cesante), propios de la configuración de 
incumplimiento contractual, sino a la actualización de precios por costos 
y/o utilidad, cuando esta sea la mejor manera de lograr el restablecimiento 
del equilibrio; porque, en efecto, ello también podría alcanzarse mediante 
la eliminación de aspectos propios del alcance del objeto, la ampliación del 
plazo y la variación de obligaciones, sin que ello demande variación de las 
condiciones monetarias. Entonces, claramente resulta imposible alegar 
que un incumplimiento produce alteración de la ecuación financiera del 
contrato, por lo menos desde el punto de vista de sus consecuencias, ya que 
una cosa es la indemnización de perjuicios y/o la solicitud al juez de que se 
fuerce la ejecución de lo incumplido, y otra es la superación de situaciones 
adversas ocurridas en el desarrollo de un contrato, si bien, desde lo fáctico, 
el no ejecutarse una obligación en los términos pactados por dolo o culpa del 
deudor de la misma genera una alteración de las condiciones inicialmente 
acordadas al momento de la celebración del contrato.
(i) Circunstancias externas y ajenas a los contratantes
Por otra parte, y siendo esta la situación más común, se tiene que la ecuación 
financiera del contrato puede alterarse por factores exógenos a las partes 
de carácter imprevisto, es decir que superen el peor escenario que se haya 
podido concebir con base en la experiencia y la información disponible al 
momento de estructurarse el proyecto y el instrumento jurídico para su 
materialización, cual es el contrato; o cuando se trate de un suceso que no 
pudo ser anticipado en condiciones normales, generando un impacto tal en 
a confundir esa institución con la materia propia de la responsabilidad contractual”. Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 11 de mayo 
de 1999, exp. 1.51; reiterado en sentencias del 26 de febrero de 201, exp. 2.169, y del 29 de 
noviembre de 2018, exp. 8.95.
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el contratante y el contratista, y sobre todo en el contrato en sí, que conti-
nuar ejecutando lo pactado se haría demasiado difícil y costoso, haciendo 
desvanecer la causa que llevó a las partes a contratar, por lo que se demanda, 
para lograr el objetivo perseguido con el proyecto diseñado, hacer los ajustes 
necesarios para lograr reequilibrar cargas y beneficios, de manera que, de 
ser posible, se logre restablecer la función de utilidad o beneficio que ambos 
esperaban en los términos pactados o, en su defecto, se llegue a una función 
de utilidad paralela que permita mantener su interés en el negocio y lograr 
la finalidad del mismo9. 
Este supuesto es propio de la teoría de la imprevisión (sujetions imprevues), 
y respecto de él se ha dicho “que no es normal que se verifique y en que las 
partes no pueden haber pensado porque está fuera de su imaginación, por 
lo que al carácter extraordinario del acontecimiento debe ligarse además su 
imprevisibilidad. La previsibilidad debe referirse al momento de la conclu-
sión del contrato […] y además, debe adecuarse al criterio de la persona de 
diligencia normal”50; de modo que “el mantenimiento de esas condiciones 
de ejecución fijadas desde el perfeccionamiento del negocio jurídico, en un 
momento dado puede resultar especialmente lesivo para una de las partes 
por la ocurrencia de sucesos imprevistos, posteriores, ajenos a su voluntad 
y no imputables a incumplimiento del otro contratante, pero que le repor-
tan una mayor onerosidad en el cumplimiento de sus obligaciones, y en 
consecuencia, se pierde esa equivalencia que se había formado a partir de la 
celebración del contrato”51.
La teoría de la imprevisión es lo que ocurre en el primer caso, respecto 
del cual la legislación claramente consagra que, en caso de que la afectada sea 
la entidad contratante, se procederá a la actualización o revisión de precios 
(art. . de la Ley 80 de 199), y cuando lo sea el contratista, se restablece-
rá el equilibrio a un punto de no pérdida (art. 5.1 de la Ley 80 de 199)52. 
9 Parte de la doctrina refiere la imprevisión a casos de “crisis económica grave; devaluación ex-
traordinaria; aumento fundamental y sorpresivo de los costos de la materia prima esencial para la 
ejecución del contrato; conmoción social, etc.”. josé luis benavides. El contrato estatal, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2002, p. 122.
50 Laudo arbitral del 11 de diciembre de 1972, controversia entre Imprese Italiane all’estereo S.p.A. 
de Milán. Impresit del Pacífico S.A. de Lima contra la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá.
51 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 18 de 
septiembre de 200, exp. 15119.
52 “[L]as partes contratantes –cualquiera que sea, esto es, administración o contratista– sólo estarán 
obligadas a llevar al sujeto que padece o sufre el desequilibrio a una situación de no pérdida, 
86 Una relectura del concepto de equilibrio económico del contrato estatal en la normatividad vigente
Debe hacerse énfasis en que la normatividad no hace referencia directa a la 
necesidad de hacer un pago o reconocer una prestación económica en favor 
de ninguna de las partes, sino que ordena hacer una revisión de las condi-
ciones pactadas de cara a la realidad enfrentada y tomar medidas para que 
ni la Administración ni el contratista queden en una situación de desventaja 
inmerecida al embarcarse en el proyecto afectado.
En este orden de ideas, la imprevisión es realmente el evento que siempre 
se constituirá en causa detonante de desequilibrio económico del contrato, 
pues, en efecto, comprende aquello que no se espera que pase ni que afecte 
lo que se ha acordado por las partes, con lo cual se arranca de la presunción 
de que lo pactado en el contrato es el resultado de un ejercicio juicioso y 
diligente de anticipar lo que de manera usual, y tampoco tan comúnmente, 
puede llegar a impactar negativamente el proyecto, como se ha planteado, 
de manera que deliberadamente se tomen (o no) medidas y precauciones y 
se repartan las cargas entre las partes de forma racional. 
Así, técnicamente, lo que no se esperaba en condiciones normales y 
genera una gran dificultad para el proyecto es lo que demanda medidas 
para no sacrificar su desarrollo, siempre con el objetivo perseguido con este 
como norte y justificación de ellas; es decir, es lo imprevisto lo que causa un 
desequilibrio que debe ser restablecido, y es por ello que, dada su naturaleza, 
demanda tomar acciones para lograr que la parte directamente afectada no 
se vea más afectada de lo que es normal y razonable por el normal curso 
de las cosas, y que el proyecto, como indirectamente afectado, no pierda su 
razón de ser. A esto es a lo que hace referencia el punto de no pérdida que 
se consagra como derecho del contratista en el Estatuto General de Con-
tratación de la Administración Pública5.
es decir, sólo se reconocerán los gastos o costos extras en que haya incurrido el contratista en 
virtud del exceso o sobrecosto producido por la circunstancia imprevisible e irresistible, sin que 
sea posible cancelar la utilidad esperada; por el contrario, si el desequilibrio se presenta a favor 
de la administración contratante, se reliquidará el valor del contrato, para efectos de que no se 
haga muy oneroso su cumplimiento”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera. Sentencia del 6 de mayo de 2015, exp. 1.87.
5 “En consecuencia, si el cocontratante debe soportar, como en todo contrato, el riesgo normal 
propio de cualquier negocio, no debe cargar con un riesgo anormal que lo privaría de sus ga-
nancias razonables que hubiera obtenido si la relación contractual hubiera podido cumplirse en 
las condiciones tenidas en cuenta inicialmente”. héctor jorge escola. Tratado integral de los 
contratos interadministrativos, vol. i, Parte general, Buenos Aires, Depalma, 1977, p. 5.
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(ii) Indebida planeación
En adición a las tradicionales causas de ruptura de la ecuación financiera del 
contrato, la jurisprudencia colombiana se ha enfocado en los últimos años en 
el hecho de que la falta de planificación de los proyectos objeto de contratos 
estatales, o su deficiente realización, son claros detonantes de esta situación, 
pasando de la indefectible condena a la Administración contratante al pago 
del “perjuicio” causado al contratista por dicha circunstancia, a la atribución 
de responsabilidad al contratista en su condición de experto por defectos 
en la planeación que no le fueran advertidos a la entidad estatal al momento 
de analizarse las condiciones de contratación y presentar la propuesta que 
lo hace elegible como ejecutor del proyecto; llegando, incluso, a la declara-
toria de nulidad absoluta del contrato por considerarse configurado, por lo 
menos, un objeto ilícito en la violación de este deber que, en el marco de los 
contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administra-
ción Pública, tiene consagración legal5, posición que ha sido criticada por 
la doctrina más autorizada en la materia55.
Al respecto, debe decirse que, si bien es claro que la incorrecta estruc-
turación de un proyecto indefectiblemente hará que las condiciones con-
tractuales pactadas al momento del perfeccionamiento del negocio jurídico 
para su ejecución sean objeto de variaciones a lo largo de su ejecución en 
un nivel que va más allá de lo razonablemente esperable, porque, como ya 
se ha visto, la igualdad entre derechos y obligaciones es de corte objetivo 
y no material, técnicamente la ausencia de planeación no es un detonante 
de desequilibrio económico en el contrato estatal porque esta situación, la 
planeación defectuosa o inexistente, ocurre antes de la celebración del con-
trato, mientras que la regla legalmente establecida para la procedencia del 
restablecimiento de la ecuación financiera del contrato estatal (art. 27 de la 
Ley 80 de 199) es que la igualdad entre derechos y obligaciones surgida 
al momento de proponer o contratar se vea afectada por hechos ocurridos 
5 Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. 
Sentencias del 2 de abril de 201, exp. 27.15, del 1 de junio de 201, exps. 26.67 y 2.809, 
del 10 de diciembre de 2015, exp. 50.89, y del 2 de octubre de 2017, exp. 55.855, entre otras.
55 juan carlos expósito vélez. “La planeación y validez del contrato estatal”, en Contratos públicos: 
problemas, perspectivas y prospectivas. xviii Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2017, pp. 6-111.
88 Una relectura del concepto de equilibrio económico del contrato estatal en la normatividad vigente
con posterioridad al mismo, y es en este sentido que se ha manifestado toda 
la jurisprudencia en la materia56.
En consecuencia, si el reproche es la falta de o indebida planeación del 
contrato, ese solo hecho lo único que permite es la identificación de la res-
ponsabilidad de quienes han sido sus estructuradores desde la perspectiva 
penal, fiscal y disciplinaria en lo que haya lugar, porque, con independencia 
de la mala planeación del contrato, el mismo debería mantenerse en las 
condiciones pactadas para respetar la ecuación financiera formada, siendo 
este su sentido objetivo; cosa diferente es que la igualdad entre derechos y 
obligaciones que se pactó, así sea deficiente, se vea alterada por una situación 
sobreviniente con posterioridad a la celebración del contrato, bien o mal es-
tructurado, de manera que las condiciones que se encuentran en el acuerdo 
se ven impactadas más allá de lo que podía esperarse en términos razonables, 
debiendo tomarse medidas para volver a lo pactado o a lo más parecido a 
ello57. Eso es lo que justifica que sean requisitos para el restablecimiento del 
equilibrio económico: que el hecho desequilibrante sea de una entidad grave, 
que su ocurrencia se dé con posterioridad a la celebración del contrato, que 
sea ajeno y externo a la parte que lo ha sufrido y lo alega, y que se cause una 
afectación más allá de lo que debe soportarse por el ejercicio de la actividad.
Es así como, si bien en uno y otro caso –deficiente y/o defectuosa pla-
neación y desequilibrio económico– deben hacerse ajustes a las condiciones 
pactadas, bien sea adicionando o restando aspectos del alcance, o variando 
condiciones de ejecución de tiempo, modo y lugar, y, en últimas, revisar los 
precios pactados cuando ello sea necesario para actualizarlos, incrementarlos 
o ajustarlos, la causa de su procedencia es jurídicamente distinta. En efecto, 
en el primer evento se trata de reconducir lo que mal ha empezado, mientras 
que en el segundo se busca superar lo que afecte aquello que, por defecto, se 
56 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencias del 29 
de mayo de 200, exp. 1.577, y del 12 de marzo de 201, exp. 20.86, entre otras.
57 “[D]ebe advertirse que las fallas en la planeación del contrato pueden o no generar un incum-
plimiento, como, por ejemplo, frente a la insuficiencia de recursos para atender oportunamente 
los pagos. Por otra parte, tal como lo ha sostenido esta Subsección, las causas del desequilibrio 
económico se configuran con independencia de que el contrato haya sido debidamente planeado 
y de que las partes se encuentren cumpliendo las obligaciones; el desequilibrio obedece a hechos 
imprevistos o previsibles pero superiores a los riesgos asignados, que generan la ruptura de la 
ecuación económica que se definió al momento de la celebración del contrato”. Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 8 de mayo 
de 2019, exp. 59.09.
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presume bien diseñado; de tal manera que lo que se identifique como falla 
en la planeación de un proyecto y que demande variaciones en el contrato 
no se justifica jurídicamente en un desequilibrio económico que deba ser 
restablecido; y con la misma lógica, solamente afecta la ecuación financiera 
del contrato lo que se presente fácticamente después de su configuración, 
y demanda restablecimiento solamente cuando ello afecte el objetivo que 
se persigue con el contrato, en los términos en que el mismo contiene la 
estrategia escogida.
c o n c l  s i  n :  e l  r e p l a n t e a m i e n t o  d e  l o  q  e 
s e  e n t i e n d e  p o r  e q  i l i b r i o  e c o n  m i c o 
y  l o s  a l c a n c e s  d e  s   r e s ta b l e c i m i e n t o 
e n  l a  n o r m at i  i da d   i g e n t e
Es claro, entonces, que el equilibrio económico y financiero del contrato 
comporta, por una parte, la necesidad de ubicarnos en aquellos contratos 
que se reputan bilaterales, sinalagmáticos y onerosos dentro del marco del 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y por otra, 
entender que se trata de una institución destinada a proteger el objetivo de 
pactar unas condiciones de ejecución de dichos contratos que sean reales 
y permitan el logro de la finalidad perseguida; de manera que, ante la ocu-
rrencia de circunstancias anormales o extraordinarias que no se encuentren 
dentro de lo que normalmente puede esperarse que ocurra en el curso del 
proyecto que se constituye en el objeto del contrato, que es lo que se traduce 
en al álea extraordinario, las partes de la relación, como afectadas directa y/o 
indirectamente por ello, tomen medidas para superar la dificultad presentada 
y restablezcan el contexto del contrato para mantener su interés en el inter-
cambio acordado, a pesar de que materialmente la realidad sea diferente58.
Así, la institución del equilibrio económico del contrato estatal lo que 
pretende en su visión actual, más que proteger al contratista por considerarlo 
58 “El presupuesto necesario para la existencia o no de la ruptura de la ecuación contractual debe 
partir necesariamente de las condiciones e hipótesis tenidas en cuenta para la ejecución, así como 
de las existentes alrededor de ellas, pues constituyen el extremo de comparación con las reinan-
tes al momento de sucederse la situación que se plantea como generadora de la ruptura. De tal 
comparación debe resultar la alteración o no de la ecuación”. luis guillermo dávila vinueza. 
Régimen jurídico de la contratación estatal. Aproximación critica a la Ley 80 de 1993, Bogotá, Legis, 
2001, p. 51.
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débil frente al poder de la Administración contratante, es que las condiciones 
económicas pactadas por las partes al celebrar el negocio jurídico o desde sus 
tratativas se respeten durante la etapa de ejecución del contrato y hasta su 
terminación, esto para el logro del objetivo que se ha trazado con el mismo 
y de cuya ejecución dependerá la obtención de utilidad para ambas partes; 
de modo que, en el supuesto de que las prestaciones económicas definidas 
inicialmente muten o sean objeto de una modificación ostensible para alguna 
de las partes, o para las dos, más allá de lo razonablemente esperado y presu-
puestado en la estructuración del proyecto objeto del mismo, deberá buscarse 
una solución a dicha alteración para superar la circunstancia, ajustando el 
proyecto y, por ende, el contrato que es su vehículo jurídico a la realidad 
subyacente, a efectos de restablecer la ecuación contractual. 
En este orden de ideas, de acuerdo con la visión actual, que toma en 
cuenta el sentido verdaderamente económico de la relación que se enmarca 
en un contrato estatal, resulta menester precisar que las partes del mismo 
tienen intereses y motivaciones disímiles que justifican su decisión de 
utilizar este vehículo jurídico para realizar el intercambio deseado, pues 
la causa para el particular, como componente esencial para la validez de la 
relación, no se construye en la posición de colaborador de la Administración 
que consagra el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública, sino en la obtención de un rédito, beneficio o lucro económico 
derivado de la actividad contratada; mientras que la causa que legitima a 
la Administración no es otra que la obtención de una obra, bien o servicio 
necesaria para lograr una prestación eficiente y continua de servicios pú-
blicos a su cargo, con miras a la satisfacción a toda costa del interés general 
como fin principal de la contratación estatal59. Así entonces, el concepto 
59 “0. Al respecto, sea lo primero precisar que con el contrato estatal se pretende la realización 
de un fin de interés general, pues es un medio que utiliza la Administración Pública para la 
consecución de los objetivos estatales, el desarrollo de sus funciones y la misión que le ha sido 
confiada, con la colaboración o contribución de los particulares contratistas, los cuales concurren 
a su formación persiguiendo un interés particular, que consiste en un provecho económico o 
lucro que los mueve a contratar y que se traduce en un derecho a una remuneración previamente 
estipulada, razonable, proporcional y justa, como retribución por el cumplimiento del objeto 
contractual. 1. El principio de la ecuación financiera o equilibrio económico del contrato surge, 
entonces, como garantía para preservar que la correlación existente al tiempo de su celebración 
entre las prestaciones que están a cargo de cada una de las partes del contrato, se mantenga 
durante toda su vigencia, de tal manera que a la terminación de éste, cada una de ellas alcance 
la finalidad esperada con el contrato. 2. El ‘equilibrio financiero del contrato’ o a la ‘honesta 
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de equilibrio económico, o mejor, de ecuación financiera del contrato, im-
plica poner en una balanza las causas que dieron lugar a la celebración del 
mismo y tener en cuenta hasta su fenecimiento las expectativas de ambas 
partes, a efectos de la materialización de los objetivos perseguidos60. Aquí 
cobra sentido que la jurisprudencia sostenga en cuanto al equilibrio que 
“el principio al que se hace alusión se erige como una institución por me-
dio de la cual no sólo se busca proteger el interés individual de las partes 
contratantes manteniendo las condiciones pactadas al momento de pro-
poner o contratar, sino que también [se] busca proteger el interés general 
estableciendo diversos mecanismos mediante los cuales se mantenga una 
estabilidad financiera del contrato que permita el debido cumplimiento 
del objeto contractual”61.
Lo anterior evidencia que el desequilibrio no es un tema de daño an-
tijurídico, de modo que la justificación de su procedencia con base en el 
equivalencia de prestaciones’, con el que se trata de privilegiar el carácter conmutativo o sina-
lagmático, que, por regla general, tiene el contrato estatal, en especial en aquellos de ejecución 
a mediano o largo plazo, implica que las prestaciones (derechos y obligaciones) asumidas por 
una parte se entiendan como equivalentes a las de la otra parte y obliga a la adopción de medi-
das tendientes a garantizar que esa igualdad existente en términos económicos al tiempo de su 
celebración se conserve y permanezca intacta durante su ejecución, y a que se restablezca ese 
equilibrio en caso de que se pierda por circunstancias o causas sobrevinientes, imprevisibles y 
no imputables a la parte que resulte afectada, so pena de incurrir la otra en una responsabilidad 
contractual tendiente a restituir tal equilibrio. . De ahí que, ante la ruptura del equilibrio 
económico del contrato, el contratista tiene derecho a exigir su restablecimiento, pues no obs-
tante que debe asumir el riesgo normal y propio de cualquier negocio, ello no incluye el deber 
de soportar un comportamiento del contratante o circunstancias ajenas que lo hagan incurrir en 
pérdidas, que no habría sufrido si la relación contractual se hubiese ejecutado en las condiciones 
inicialmente convenidas. Es decir, si bien el cocontratante debe soportar el riesgo normal propio 
de cualquier contrato, no tiene porqué [sic] asumir un riesgo anormal, que conmocione o altere 
de tal forma la economía del contrato situándolo a un punto de pérdida o incluso privándolo 
de las ganancias razonables que hubiera obtenido, si la relación contractual hubiese podido 
cumplirse en las condiciones originalmente pactadas. . Ahora bien, no cualquier trastorno o 
variación de las expectativas que tenía el contratista respecto de los resultados económicos del 
contrato, constituyen rompimiento del equilibrio económico del mismo, existiendo siempre unos 
riesgos inherentes a la misma actividad contractual, que deben ser asumidos por él”. Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 29 de octubre 
de 2012, exp. 21.29.
60 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 26 de 
febrero de 200, exp. 1.0.
61 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 28 
de enero de 2015, exp. 26.09.
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artículo 90 CP, como lo han entendido la jurisprudencia constitucional62 
y la contencioso administrativa6 –las cuales han extendido el amparo de 
la responsabilidad patrimonial del Estado al desequilibrio de las relaciones 
jurídicas contractuales de la Administración por acción u omisión de las 
autoridades–, debe desaparecer, para entender su verdadera dimensión 
como instrumento de salvación del contrato y protección de intereses de las 
partes. Solo así tiene sentido la tendencia reciente de la jurisprudencia de 
sostener que de no dejarse salvedades en las modificaciones y suspensiones 
que se suscriban en el marco de la ejecución del contrato para analizar con 
posterioridad afectaciones económicas del contratista, no habrá lugar a re-
clamaciones en sede administrativa judicial porque, con base en la buena fe, 
dichos instrumentos son los que se utilizan para solucionar desequilibrios, 
de manera que lo que no se advirtió queda subsanado por el silencio de las 
partes, que equivale a la aceptación de la solución planteada6. 
62 Corte Constitucional, Sentencia C-1 de 1996: “es claro que si la entidad no restablece el equi-
librio financiero del contrato su conducta es antijurídica pues el contratista tiene derecho a que 
tal equilibrio sea mantenido”. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencias del 15 
de febrero de 1999, exp. 11.19, del 18 de mayo de 2000 y del 0 de octubre de 200, entre otras 
providencias.
6 “Para que sea procedente el restablecimiento de la ecuación económica o financiera que se ha 
visto desequilibrada, la parte afectada además de demostrar el menoscabo y que éste fue grave 
y anormal, debe haber realizado las reclamaciones respectivas de forma oportuna. Pero además 
de la prueba de tales hechos es preciso, para que prospere una pretensión de restablecimiento 
del equilibrio económico del contrato en virtud de cualquiera de las causas que pueden dar 
lugar a la alteración, que el factor de oportunidad no la haga improcedente. En efecto, tanto el 
artículo 16 como el artículo 27 de la Ley 80 de 199 prevén que en los casos de alteración del 
equilibrio económico del contrato las partes pueden convenir lo necesario para restablecerlo, 
suscribiendo ‘los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de 
gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar…’. 
Luego, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de circunstancias que pueden alterar o 
han alterado ese equilibrio económico, llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o 
prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al momento de suscribir 
tales acuerdos en razón de tales circunstancias es que deben presentar las solicitudes, reclama-
ciones o salvedades por incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias 
sobrevinientes, imprevistas y no imputables a ninguna de las partes. Y es que el principio de la 
buena fe lo impone[,] porque, como ya se dijo y ahora se reitera, la buena fe contractual, que 
es la objetiva, ‘consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las 
obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar 
cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un comportamiento que 
convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante 
también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección 
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En resumen, a la luz de la perspectiva histórica y la figura de la conmu-
tatividad como justificante de la institución, se tiene que la normatividad 
actualmente existente en materia de equilibrio económico no se compadece 
con el contenido y los alcances dados tradicionalmente por la jurisprudencia 
al concepto; pues, por una parte, el establecimiento de la ecuación financiera 
se ha convertido en el título jurídico de toda reclamación que presenta el con-
tratista a la Administración en el marco de la ejecución del contrato cuando 
no se encuadra en el supuesto de incumplimiento contractual, y por otra, 
se obvia la verdadera finalidad de la figura en nuestros días, que ya supera 
el criterio del riesgo y ventura y el contrapeso a los poderes exorbitantes de 
la entidad estatal contratante para avanzar a la necesidad, por obligación, 
de tomar medidas en el curso de la ejecución del contrato que eviten el 
hundimiento del proyecto cuando este se ha visto afectado por situaciones 
sobrevinientes; esto al mecanizarse la idea de que el restablecimiento sola-
mente puede darse mediante el pago de una suma dineraria al contratista 
o el descuento de esta en favor de la entidad contratante, cuando es clara 
la legislación en expresar que lo que se busca es adoptar medidas concretas 
en beneficio del contrato, independientemente de que ellas conlleven una 
carga dineraria.
Así las cosas, se hace mandatorio volver al contenido de las normas que 
actualmente regulan el tema de la ecuación financiera del contrato para di-
mensionar su importancia en nuestros días, bajo la perspectiva de la búsqueda 
de materialización de los fines de la contratación estatal establecidos en el 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y especial-
mente el de la prestación eficiente y continua de los servicios públicos para 
la satisfacción del interés general.
de la conducta propia’. En consecuencia, si las solicitudes, reclamaciones o salvedades fundadas 
en la alteración del equilibrio económico no se hacen al momento de suscribir las suspensiones, 
adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., que por tal 
motivo se convinieren, cualquier solicitud, reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, 
improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual”. Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 29 de enero de 
2018, exp. 52.666. En igual sentido, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera. Sentencia del 28 de mayo de 2015, exp. 6.6: “Con otras palabras, se considera 
que la suscripción de contratos adicionales, modificatorios, otrosíes, suspensiones, actas, etc., en 
la ejecución del contrato son etapas preclusivas en las cuales si las partes no formulan salvedad, 
reclamación u objeción alguna, en virtud del principio de buena fe se presume que el equilibrio 
económico del contrato se ha restablecido”.
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